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INTRODUCCIÓN 
En la historia constitucional de Venezuela la Constitución actual-
mente vigente, promulgada el 23 de enero de 1961, ha llegado a ser, con 
sus treinta y cinco años de vigencia, la Carta fundamental de más larga 
duración entre las veinticinco que ha tenido el país desde su declaración 
de independencia el 5 de julio de 1811. 
* Director de la Tesis: Prof. Dr. Jorge DE OTADUY. Título: El derecho de libertad religiosa 
en el ordenamiento jurídico venezolano. Fecha de defensa: 11 .VI.96. 
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Recibió este texto vigente su principal fuente de inspiración de la 
Constitución de 1947, sancionada por una Asamblea Constituyente el 5 
de julio de ese mismo año. En esa Cámara legislativa el tema religioso 
fue objeto de enconados debates y enfrentamientos que concluyeron, por 
imposición de una mayoría, en una normativa que pretendió reducir la fe 
religiosa al ámbito de la conciencia y a la mera práctica de un culto 
inspeccionado por el Estado, propugnó el dominio del Estado sobre la 
Iglesia y trataba de impedir, en fin, que las creencias religiosas de alguna 
manera influyeran en el proceso educativo. 
Sin embargo, a pesar de lo señalado más arriba, en la Constitución 
de 1961 la regulación del hecho religioso, en concreto, de la libertad 
religiosa en la amplitud de su contenido, responderá a otra orientación. 
No obstante, por la estrecha relación entre ambas leyes fundamentales, 
la Constitución de 1947 también aparecerá como panorama de fondo en 
este campo específico. Aún más, para llegar a entender este nuevo trata-
miento se ha de tener en cuenta, como contraste (tanto en sus discrepan-
cias como coincidencias) el texto anterior y las mismas deliberaciones 
de la Asamblea Constituyente del 47. 
Si bien un estudio completo del derecho de libertad religiosa, en sus 
planteamientos básicos, desde una perspectiva constitucional, lleva a 
analizar también otras materias relacionadas tanto con la libertas Eccle-
siae (condicionada, en el ordenamiento jurídico venezolano, por el dere-
cho de Patronato) como con la libertad de enseñanza y la misma 
orientación de la enseñanza, en este excerptum me limito exclusiva-
mente a la mera declaración de aquél derecho de libertad en un precepto 
constitucional, el artículo 65. 
I. A N T E C E D E N T E S 
El 18 de octubre de 1945 se abre en Venezuela una etapa histórica 
que, con diversas vicisitudes y un paréntesis de diez años, puede decirse 
que se prolonga hasta nuestros días. Los inicios de este nuevo período 
histórico están marcados por un proceso revolucionario de tres años que 
supondrá, en el plano político-social, un cambio total en el país. En el 
orden jurídico y en el más alto rango normativo, será expresión de ese 
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proceso la Constitución del 5 de julio de 1947, sancionada en esa fecha 
por una Asamblea Nacional Constituyente, al cabo de meses de intensos 
y acalorados debates. En la configuración de la Constitución de 1947 se 
plantea desde un primer momento, como en ninguna otra oportunidad en 
la historia constitucional de Venezuela, un debate religioso que dará 
lugar a una de las mayores confrontaciones en la Asamblea que terminó 
por sancionar la nueva Ley Fundamental. Esta Ley cuya vigencia no 
llegará a alcanzar el año y medio, tiene la particular importancia de 
constituir la matriz de la actual Constitución, su marco de referencia y, 
también en determinados puntos —entre otros, algunos relacionados con 
nuestro tema— su contraste. 
La mayoría en aquella Asamblea estaba representada por una forma-
ción política (Acción Democrática, AD) que había evolucionado desde 
su inicial marxismo de los años 30 hacia una posición de izquierda 
democrática y nacionalista. La intensa carga ideológica de esta mayoría, 
propia también de un proceso revolucionario, penetra —ideologizán-
dolos— los preceptos constitucionales. Las corrientes ideológicas que 
influyen serán el liberalismo anticristiano y antieclesiástico del siglo 
XLX, el posterior positivismo tal como se implanta en los países ibero-
americanos —también en Venezuela— y, finalmente, el marxismo de 
los primeros momentos del partido gobernante. Tampoco caben olvidar 
los prejuicios antieclesiásticos que alimentaron una actitud de sospecha 
ante la Iglesia Católica. 
Enfrentada a esta postura, había una minoría (COPEI), de inspira-
ción demócrata-cristiana, con un origen más reciente, en la década de los 
años 40. 
El partido depositario de una notable mayoría en la Constituyente 
ejerció hegemónicamente su primacía. Se cerró a los llamamientos de 
los sectores minoritarios en orden a un entendimiento, a un consenso. El 
resultado final será la configuración de un texto constitucional con 
numerosos puntos de disensión, muchos relacionados directa o indirecta-
mente con el derecho de libertad religiosa. 
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1. La Constitución de 1947 
Un estudio, en cualesquiera de sus preceptos, de la actual Constitu-
ción de Venezuela —del 23 de enero de 1961—, lleva a una obligada 
referencia a la precedente Constitución del 5 de julio de 19471. De ahí, 
las anotaciones que siguen. Coinciden ambas leyes fundamentales en 
numerosos preceptos y en algunas líneas básicas. También contrastan 
—difieren— en otros puntos y en determinados criterios de fondo. Tan 
relevantes serán las coincidencias como las discrepancias. Dada la 
dependencia de la Constitución de 1961 respecto a la de 1947, lo que un 
precepto de aquella diga o deje de decir en un punto concreto se 
comprenderá mejor con referencia a la matriz. En los mismos debates 
parlamentarios de 1947 se apuntarán propuestas y planteamientos que, si 
bien no triunfaron en ese momento, se consagrarán 14 años después. Las 
mismas formaciones políticas —aunque en distintas circunstancias y 
correlación de fuerzas—, y con los mismos líderes, fueron los protago-
nistas principales en la elaboración y aprobación de ambas Constitu-
ciones. 
La Carta fundamental de 1947 es, por sus pretensiones, por su 
contenido y por el momento histórico en que se elaboró un texto 
revolucionario2. Así lo afirmaba el Presidente de la Asamblea Nacional 
Constituyente el 17 de diciembre de 1946 al instalar el Cuerpo Legisla-
tivo que habría de elaborar la nueva Constitución con expresiones que 
reflejan su oficio de poeta: «hay dos tipos de Constituciones: las que 
surgen en épocas normales y las que brotan del fondo de las revolu-
ciones; las primeras son componedoras; las segundas son creadoras. 
Trabajo de creadores tenemos que afrontar...»3. Con otros términos, 
expresaba el representante Caldera el propósito de los constituyentes: 
«no se adoptó el criterio de hacer simplemente algunas modificaciones 
fundamentales para poner a tono la Ley Fundamental con los postulados 
1. Cfr. en este mismo sentido, R . COMBELLAS, El concepto de Estado social de Derecho y 
la Constitución Venezolana de 1961, en «Estudios sobre la Constitución» t. ü, Caracas 1979, 
p. 78. 
2. Cfr. L . MARINAS OTERO, Las Constituciones de Venezuela, Madrid 1965, p. 91. En el 
mismo sentido, A. R. BREWER CARIAS, Las Constituciones de Venezuela, Madrid 1985, p. 95. 
3. Documento n. 1, en «Pensamiento Político Venezolano del siglo XX. Documentos para 
su estudio», Caracas 1989, t. 54, pp. 24-25. 
EL DERECHO DE LIBERTAD REUGIOSA EN EL ART. 65 DE LA CoNSTrruaóN VENEZOLANA 1 7 9 
proclamados por la Revolución de octubre. Se ha querido innovar total-
mente»4. Este será, en definitiva, el propósito de Acción Democrática, 
que llegará a imponer por la fuerza de su cualificada mayoría. 
Además, la Constitución de 1947 tiene, en concreto, el importante 
valor de haber sido el texto sobre el que se elaboran las modificaciones 
que concluyeron en la Constitución de 1961. No es cronológicamente el 
precedente inmediato, porque existió una Constitución intermedia. 
2. Resumen histórico 
El 18 de octubre de 1945 un golpe de Estado de configuración 
cívico-militar termina con un gobierno constitucional que desde finales 
de 1935, a la muerte de un dictador que dominó absolutamente el pano-
rama político del país durante los anteriores veintisiete años, inició 
progresivamente un proceso de institucionalización y evolución demo-
crática, sin rupturas radicales5. Se inicia entonces un período revolu-
cionario dirigido por Acción Democrática, con la pretensión de transfor-
mar, radicalmente y de una vez, todo el país. En ese marco histórico, una 
Asamblea constituyente sancionó, el 5 de julio de 1947, la nueva 
Constitución. A los pocos meses se celebraron elecciones que ganó por 
absoluta mayoría (el 72%) el partido gobernante. En febrero del 48 se 
instala un gobierno constitucional presidido por el novelista Rómulo 
Gallegos. La tendencia hegemónica, teñida de sectarismo, que sigue 
inspirando la acción de este gobierno —al igual que el de la Junta Revo-
lucionaria de los dos años anteriores— acaba por romper la convivencia 
social6. El 24 de noviembre de ese mismo año, se produjo, sin ninguna 
4. Este texto corresponde a las Consideraciones previas que hace el representante de la 
oposición antes de la tercera discusión, en la sesión del 22 de mayo de 1947 (cfr. Documento n. 
20, en «Pensamiento político venezolano...», cit., p. 207). 
5. Sobre este período de veintisiete años y sobre los siguientes diez años de transición, 
pueden verse los análisis críticos de R. DÍAZ SÁNCHEZ (Evolución social de Venezuela, en 
«Venezuela independiente. Evolución política y social (1810-1960)», Caracas 1975, pp. 163-
167); A. MIJARES (Evolución social de Venezuela, en «Venezuela independiente. Evolución 
política y social (1810-1960)», Caracas 1975, pp. 318-321); G. MORÓN (Historia de Venezuela, 
t. V, Caracas 1971, pp. 315-329), R.J. VELÁZQUEZ (Aspectos de la evolución política de Vene-
zuela en el último medio siglo, en «Venezuela moderna (1926-1976)» Caracas 1976, pp. 63-65) 
y J. RODRÍGUEZÍTURBE (Iglesiay Estado en Venezuela, Caracas 1968, p. 181). 
6. Cfr. R.J. VELÁZQUEZ, Aspectos de la evolución política de Venezuela en el último medio 
siglo, cit., p. 104; en el mismo sentido A. CALVANI, Política internacional de Venezuela, en la 
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resistencia, un golpe militar. Con la ruptura del oden constitucional el 
proceso de cambio se interrumpe, iniciándose un paréntesis que dura 
diez años. Al triunvirato militar que dirige el país hasta 1952 sucede el 
gobierno de uno de sus miembros, Pérez Jiménez, quien asume la 
Presidencia en esa fecha. En el año 53 un Congreso, emanado de unas 
elecciones consideradas fraudulentas, dicta una nueva Constitución1. 
Durante aquella década, Acción Democrática —la única agrupación 
política del momento con una verdadera estructura organizativa ramifi-
cada por todo el país— llevará el peso de la oposición civil a la dicta-
dura y padecerá, por tanto, las consecuencias del régimen policial 
instaurado. Sus máximos dirigentes (Rómulo Betancourt, Raúl Leoni, 
Luis Beltrán Prieto y Gonzalo Barrios, que tendrán una destacada actua-
ción a partir de 1958, también en la elaboración de la nueva Constitu-
ción) permanecen en el exilio desde 1948; algunos otros fallecen. Los 
diez años del exilio operará un cambio en la generación fundacional de 
este partido que volverá a la vida política dentro del país con una actitud 
de moderación, de equilibrio, en fin, más realista8. Este giro influirá 
decisivamente en sus posturas durante los acontecimientos que están por 
suceder y también en el nuevo marco constitucional. En los últimos 
meses de la Dictadura ha de salir también al exilio Rafael Caldera, el 
dirigente más destacado de COPEI, encarcelado antes, en agosto de 
1957; otros miembros de este mismo partido fueron extrañados del país 
a lo largo de aquellos años o permanecieron largos períodos en la 
cárcel9. 
obra ya citada «Venezuela Moderna (1926-1976)». p. 401, R.J. CÁRDENAS, El combate político, 
Caracas 1965, pp. 17-20 y J. RODRÍGUEZ ITURBE, Iglesia y Estado en Venezuela, cit., pp. 194-
196. 
7. Es la Constitución del 11 de abril de 1953, más centralista, más breve y mucho más 
conservadora, en cuanto a los derechos y garantías individuales y sociales que la precedente de 
1947. Un comentario más amplio de este texto constitucional puede encontrarse en L. MARINAS 
OTERO, Las Constituciones de Venezuela, cit., pp. 88-90. También A . R . BREWER CARIAS, Las 
Constituciones de Venezuela, cit., pp. 98-100. En el próximo capítulo me referiré sucintamente a 
aquella Constitución. 
8. Cfr. R. DÍAZ SÁNCHEZ, La evolución social de Venezuela, cit, p. 332 y J. RODRÍGUEZ 
ITURBE, Iglesia y Estado en Venezuela, cit., p. 204. 
9. Para más detalle, me remito al extenso estudio de J. RODRÍGUEZ ITURBE, Crónica de la 
década militar, Caracas 1984. Puede verse también R.J. VELÁZQUEZ, Aspectos de la evolución 
política de Venezuela, cit., pp. 137, 145 y ss). 
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La resistencia al régimen de facto se convirtió en una lucha abierta 
durante la segunda mitad del año 1957. El 23 de enero de 1958 el 
dictador abandona el país y se instala inmediatamente una Junta de 
Gobierno para llevar a la nación, según se hace constar en su Acta 
constitutiva «hacia un Estado democrático de derecho»10. En diciembre 
se celebran elecciones para la Presidencia de la República y para los 
Cuerpos deliberantes. Resultará elegido presidente, con el 49% de los 
votos, Rómulo Betancourt11. 
Al tomar posesión de su cargo el 13 de febrero de 1959 el nuevo 
Presidente anuncia un gobierno de coalición «de ancha base nacional» 
con la participación de los otros partidos principales, COPEI y Unión 
Republicana Democrática (URD). 
El planteamiento de este gobierno de composición plural se basa en 
un pacto previo suscrito por las principales fuerzas políticas, con 
exclusión del Partido Comunista. Ese acuerdo se proyectará también en 
la acción parlamentaria y, en concreto, en la elaboración del nuevo texto 
constitucional. Interesa, por su trascendencia, que se destaque. 
Los partidos decidieron establecer con el pacto unas pautas de 
convivencia, basadas en el mutuo respeto y cooperación entre las 
diversas fuerzas políticas, sin perjuicio de la autonomía organizativa y 
de las características ideológicas de cada grupo. Esa tregua había de 
traducirse en la despersonalización del debate, la erradicación de la 
violencia interpartidista y la definición de normas que facilitaran la 
formación del Gobierno y de los cuerpos deliberantes, de modo que 
ambos pudieran agrupar equitativamente a todos los sectores de la 
población venezolana, interesados en la estabilidad de la República. 
Acordaron, asimismo, concurrir al proceso electoral con un programa 
mínimo común. No se trataba, como comenta Brewer Carias, «de una 
renuncia a tener puntos discordantes, sino a ponerlos en sus programas 
10. Gaceta Oficial de la República de Venezuela, n. 2 5 5 6 7 , del 2 3 de enero de 1 9 5 8 
1 1 . Los candidatos fueron Rómulo Betancourt que alcanzó la mayoría como queda dicho, 
el contralmirante Wolfgang Larrazábal, que había sido presidente de la Junta de Gobierno, cargo 
al que renunció menos de un mes antes de las elecciones —personaje campechano, de manifiesta 
sencillez que alcanzó altas cotas de popularidad y que, por ello, fue apoyado por URD, el Partido 
Comunista y otras formaciones políticas-—, con el 3 4 % y Caldera, apoyado por COPEI que logró 
el 1 7 % . El Congreso quedó conformado en proporciones parecidas (Cfr. R.J. VELÁZQUEZ, 
Aspectos de la evolución política de Venezuela, cit., pp. 1 8 0 - 1 8 3 y J. RODRÍGUEZ JTURBE, Iglesia 
y Estado en Venezuela, cit., pp. 2 1 8 - 2 2 0 ) . 
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de gobierno»12. Por tanto, no se eliminarán las discusiones en torno a las 
divergencias, pero aquellas deberían mantenerse dentro de los límites de 
«la tolerancia y mutuo respeto», como se decía en el documento. Este 
propósito revestirá extraordinaria importancia en la elaboración de la 
nueva Ley Fundamental. Por iniciativa de COPEI, se incorpora también 
al pacto el objetivo de normalizar las relaciones entre la Iglesia y el 
Estado, solucionando la cuestión religiosa13. 
II. LA CONSTITUCIÓN DEL 23 DE ENERO DE 1961 
1. La Comisión bicameral de Reforma constitucional 
Instalado el nuevo Congreso, el 28 de enero de 1959 la Cámara del 
Senado y la Cámara de Diputados designan, de su seno, sendas Comisio-
nes para el estudio de la Reforma constitucional. Ambas Comisiones se 
reúnen en sesión conjunta el 2 de febrero de 1959 y deciden constituir 
una Comisión bicameral de Reforma constitucional integrada por 11 
senadores y 12 diputados14. La recien constituida Comisión bicameral, 
en su sesión del 23 de febrero, aprueba tomar como base de discusión 
para la Reforma constitucional la Constitución de 194715. 
12. Las Constituciones de Venezuela, cit., p. 106. 
13. El contenido del pacto, del que entresaco algunos párrafos, se encuentra en Presidencia 
de la República, Documentos que hicieron historia, t. II, Caracas 1962, pp. 443-449. Cfr. 
también los comentarios de J. RODRÍGUEZ I TURBE, Iglesia y Estado en Venezuela, cit., p. 224 y 
de R.J. VELAZQUEZ, Aspectos de la evolución política de Venezuela, en «Venezuela Moderna 
1926-1976», pp. 177-180. Califica este pacto J.R. R E Y (El sistema de Partidos venezolanos, en 
«Problemas socio-políticos de América Latina», Caracas 1980, p. 315) como «uno de los más 
notables ejemplos que cabe encontrar en sistema político alguno de formulación e institu-
cionalización de unas comunes 'reglas de juego', al mismo tiempo que muestran la lucidez de la 
élite de los partidos políticos venezolanos». 
14. Cfr. Acta n. 1, en «La Constitución de 1961 y la evolución constitucional de 
Venezuela. Actas de la Comisión redactora del proyecto», Caracas 1981, tomo I , Volumen 1, 
p. 1. 
15. Cfr. Acta n. 2, en «La Constitución de 1961 y la evolución...», pp. 2-5. Por otra parte, 
en la Exposición de motivos que precede al proyecto de Constitución, que la Comisión 
Bicameral presenta a las Cámaras del Congreso, son numerosas las referencias a la Constitución 
del 47 (cfr. Exposición de motivos de la Constitución de 1961, en «Revista de la Facultad de 
Derecho de la Universidad Central de Venezuela», Caracas 1961, n. 21, pp. 371 y ss.). Cfr. 
también R. CALDERA RODRÍGUEZ Discurso en el Congreso Nacional en los 15 años de la 
Constitución de 1961, en «Anuario de la Facultad de Derecho de la Universidad de los Andes», 
N. 7, Mérida 1976, pp. 14 y ss. También, en el mismo sentido M.R. R lVERO, Aspectos del 
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La Comisión bicameral redactora del proyecto de la Constitución de 
1961 estaba integrada por 23 miembros, entre senadores y diputados. 
Trece años antes, nueve de ellos habían participado como representantes 
en la Asamblea Nacional Constituyente que elaboró y aprobó la Consti-
tución de 1947. Aún más, otros tres miembros de la actual Comisión 
bicameral, aunque no participaron directamente en las deliberaciones de 
la Asamblea Nacional, tuvieron una destacada actuación en aquellas 
circunstancias, en cuanto miembros de la Junta Revolucionaria de 
Gobierno. El miembro civil más prominente de la Junta Revolucionaria 
del 45-48, Rómulo Betancourt, será el actual Presidente Constitucional. 
La presidencia de la Comisión bicameral será compartida por el senador 
Raúl Leoni, Presidente del Senado y el diputado Rafael Caldera, Presi-
dente de la Cámara de diputados. Un simple repaso de los diarios de 
debates de la Asamblea Nacional Constituyente de los años 46 y 47 
revela las numerosas y extensas intervenciones del entonces represen-
tante Rafael Caldera. 
Como consecuencia del pacto al que me referí más arriba, un espí-
ritu de unidad, de armonía, de transacción y conciliación, dentro de un 
clima de concordia, presidirá el proceso en que se elabora y aprueba el 
texto constitucional promulgado también un 23 de enero, el de 1961. 
Este espíritu se manifestará sobre todo en el seno de la Comisión, en la 
que estarán presentes todas las corrientes políticas representadas en el 
Congreso y también los independientes. No obstante, la orientación del 
trabajo se llevará conjuntamente por Acción Democrática y COPEI, de 
nuevo, al igual que en el 46-47, mayoría y minoría respectivamente. Las 
posturas de unos (los miembros de COPEI) supondrá una continuidad, 
una reiteración, de las que mantuvieron en la Asamblea Constituyente 
del 47; en otros (los diputados y senadores de AD) se operará un cambio 
significativo. 
En el orden jurídico, la expresión fundamental de ese pacto, que 
permanecerá a través de los años, será la nueva Constitución16. 
Derecho Público de Venezuela, en «Anuario de la Facultad de Derecho de la Universidad de Los 
Andes», N. 13, Mérida 1983, p. 308. 
16. En el mismo sentido se expresa A.R.BREWER CARIAS (Las Constituciones de 
Venezuela, cit., p. 113), afirmando que la Constitución de 1961 «es un producto directo del Pacto 
de Punto Fijo». 
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La Comisión celebró 198 sesiones (del 2 de febrero de 1959 al 15 
de junio de 1960), antes de presentar a las Cámaras el proyecto de refor-
ma. Luego, siguió sesionando para estudiar las proposiciones presenta-
das en las debates, que las Cámaras pasaban a la Comisión para su 
estudio; con este objeto celebraron 52 reuniones más, desde el 11 de 
julio de 1960 hasta el 25 de noviembre de ese mismo año 1 7. 
Esta comisión —dirigida por los Presidentes de ambas Cámaras— 
se constituyó, en definitiva, en el instrumento que, por mandato de las 
Cámaras, asumió el peso de todo el trabajo de la Reforma constitucional 
con funciones quasi-decisorias. En las discusiones preceptivas del Pro-
yecto, en una y otra Cámara, de ordinario, se aprobaban las propuestas 
de la Comisión, sin modificaciones y, a veces, sin debate. Fueron esca-
sas las propuestas de modificaciones de fondo, sustanciales, pasadas a la 
Comisión. Se entiende este modus operandi por el espíritu que impera 
en el trabajo de la Comisión y también porque las redacciones propues-
tas vienen avaladas por un estudio hecho con ponderación y, sobre todo, 
consensuado por las directivas de cada formación política1 8 .En su 
momento, en la consideración de cada uno de los aspectos específicos 
del precepto constitucional, me referiré a las sesiones de la Comisión y, 
si se suscitó un debate, a las de las Cámaras. 
Ya se ha mencionado cómo los planteamientos, el carácter de esta 
Constitución, responde a la mente del pacto suscrito por los principales 
partidos. Completo aquella alusión destacando testimonios de quienes 
dirigieron la Comisión Bicameral: Raúl Leoni, Presidente del Senado y 
Rafael Caldera, Presidente de la Cámara de Diputados. Raúl Leoni, 
luego Presidente de la República (1964-69), en el discurso que pronun-
ció en el Congreso Nacional en el X aniversario de la Constitución, el 23 
17. Las Actas de la Comisión Bicameral se encuentran recogidas en los dos volúmenes del 
tomo I de la obra ya citada, La Constitución de 1961 y la Evolución constitucional de Venezuela. 
18. La lectura del acta de la segunda sesión celebrada por la Comisión Bicameral el 23 de 
febrero ya revela que, propiamente, la Reforma constitucional se va a llevar a cabo en el seno 
mismo de la Comisión; el pase a las Cámaras para su discusión y, en definitiva, para la aproba-
ción, poco añadirá, como dije, a las redacciones de los proyectistas. En esa segunda sesión, 
después de intervenir los diputados Caldera, Barrios, Villalba y Machado y los senadores, Pérez 
Guevara, Oropeza y Leoni, se aprobó: primero «tomar como base de discusión para la Reforma 
la Constitución de 1947», segundo, «precisar los puntos de divergencia (respecto a esa Cons-
titución) y cruzar ideas acerca de esos puntos entre los Partidos» (cfr. Acta n. 2, en «La 
Constitución de 1961 y la evolución constitucional de Venezuela», cit., 1.1, vol. I, pp. 2-5). 
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de enero de 1971, manifestaba: «Un clima de armonía preside el 
Congreso que dicta la Constitución. Y este ambiente de transacción y 
conciliación trasciende el ambiente mismo de la Comisión Redactora. 
Así, el resultado permite que ideologías a veces contrapuestas, coincidan 
en una finalidad superior, como era la de lograr con la promulgación de 
la Constitución el cabal retorno a la legalidad...»19. Caldera, que también 
llegaría a la Presidencia de la República, asumiéndola por primera vez 
en el quinquenio 1969-74, en el discurso que pronunció en el acto de 
promulgación de la Constitución, el 23 de enero de 1961, dirá: «Quería-
mos una Constitución de todos y para todos los venezolanos. Para ello 
necesitábamos animar el espíritu de unidad nacional que caracterizó el 
movimiento del 23 de enero... En la Comisión y en los debates consta el 
elevado espíritu que pudo mantenerse, de lo cual hay elocuente testi-
monio en variadas intervenciones». Y añade, «Se solventaron casi 
siempre... las comprensibles discrepancias; las que subsistieron —como 
no podía menos de ocurrir— no alcanzaron a borrar el anchuroso 
espacio de la convergencia»2 0. Posteriormente, en el discurso que 
pronunció a los 15 años de la promulgación de la Constitución, Caldera 
resumirá el planteamiento en una frase: «El presupuesto básico de la 
Constitución reside en el consenso»21. 
Antes de terminar este punto, recojo unos párrafos del profesor José 
Guillermo Andueza, Secretario de la Comisión Bicameral, para comple-
tar el panorama del proceso de elaboración de la nueva Ley funda-
mental. Además del texto de la Constitución de 1947, que se tomó como 
anteproyecto, «se consultaron —destaca el profesor Andueza— las 
Constituciones venezolanas, las latinoamericanas y las europeas, princi-
palmente la italiana, la francesa y la alemana. Numerosas personalidades 
19. Cfr. R. LEONI, X Aniversario de la Constitución de 1961, Discurso de Orden, Caracas 
1971, p. 11. 
20. Cfr. R. CALDERA, En la promulgación de la Constitución venezolana, en «Anuario de 
la Facultad de Derecho de la Universidad de los Andes», n. 7, cit., p. 33. 
21. R. CALDERA, A los quince años de la Constitución Venezolana, recogido también en el 
«Anuario de la Facultad de Derecho de la Universidad de los Andes», n. 7, cit., p. 16. Este 
mismo espíritu es destacado por el tratadista A. ORO PEZ A (La nueva Constitución venezolana, 
Caracas 1971), quien, participó como senador en la Comisión, y que fue en la Constituyente del 
46-47 el representante encargado de integrar las diversas ponencias en el Proyecto que se puso 
en discusión en la Asamblea. Se refiere este autor al «espíritu de entendimiento y conciliación 
que privó durante las deliberaciones y final aprobación de la Constitución de 1961» (p. 288). 
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fueron invitadas a la Comisión para oir sus opiniones. Se requirió de 
algunas de ellas la presentación de ponencias que fueron estudiadas y 
analizadas»22. 
La Comisión Bicameral presentó a las Cámaras el Proyecto de 
Constitución acompañado de una extensa Exposición de motivos. 
Contiene este prólogo del Proyecto, además de las líneas maestras que 
orientaron todo el trabajo de los redactores, los criterios que inspiran los 
diferentes Títulos. Reproduzco a continuación algunas de sus considera-
ciones más generales, ciertamente ilustrativas. Después, en los sucesivos 
epígrafes, me referiré a otras observaciones. 
Destacan los redactores en las primera líneas la actitud y disposi-
ciones con que asumieron el mandato de las Cámaras. Escriben: «Se ha 
trabajado con gran espíritu de cordial entendimiento. Se ha mantenido 
en todo instante el propósito de redactar un texto fundamental que no 
represente los puntos de vista parciales, sino aquellas líneas básicas de la 
vida política nacional en las cuales pueda haber y exista convergencia de 
pensamientos y de opiniones en la inmensa mayoría, quizá podríamos 
decir, en la totalidad de los venezolanos. Esta idea nos ha conducido a 
hacer de todas y cada una de las reuniones de la Comisión una ocasión 
de intercambiar puntos de vista y esforzarnos para encontrar fórmulas de 
aceptación común»23. 
Observan también: «Es sabido que todas las Constituciones moder-
nas son consideradas no sólo como un texto orgánico de las funciones y 
poderes del Estado, sino también como la expresión del conjunto de 
valores que inspiran y deben guiar la acción institucional del mismo»2 4. 
Hacen constar, asimismo, en unas «Notas finales», al término de la 
Exposición, «la colaboración valiosa prestada por competentes persona-
22. J.G. A N D U E Z A , «Introducción a las Actas», en La Constitución de 1961 y la evolución 
constitucional de Venezuela, 1.1, vol. I, cit., p. XXIV. Caldera, en el discurso ya referido, en el 
acto de promulgación de la Constitución, afirmaba. «Nunca, tal vez, asistieron ante una Comi-
sión parlamentaria mayor número de profesores universitarios, nunca tampoco asumieron tan 
directa responsabilidad en la redacción de una ley, igual suma de dirigentes políticos cargados 
con el peso de la suprema dirección de los diversos movimientos... fue la conjugación de la 
mejor doctrina constitucional con la mejor voluntad de aprovechar las enseñanzas de la realidad» 
(cit, p. 34). 
23. Exposición de motivos del Proyecto de Constitución, en «Revista de la Facultad de 
Derecho de la Universidad Central de Venezuela», n. 21, Caracas 1961, p. 371. 
24. Cfr. Exposición de motivos, cit., pp. 371-372. 
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lidades, cuyas autorizadas opiniones fueron tomadas en cuenta en la 
redacción de diversas materias del Proyecto». De manera especial, 
destacan los nombres de diversos profesores universitarios, a quienes 
encargaron diferentes ponencias25. 
Las Cámaras del Senado y de Diputados iniciaron en el mes de julio 
de 1960 las discusiones preceptivas del proyecto elaborado por la Comi-
sión. Texto que, con pocas modificaciones, fue aprobado finalmente por 
ambas Cámaras y ratificado, de acuerdo con el procedimiento de 
reforma pautado en los artículos 140-142 de la Constitución de 1953, 
por el voto de 19 de las 20 Asambleas Legislativas de los Estados; una, 
la del Estado Monagas, no se pudo reunir. Por último, el texto 
sancionado fue promulgado por el Presidente de la República el 23 de 
enero de 1961. 
Han transcurrido apenas catorce años de la Asamblea Nacional 
Constituyente del 47. Tiempo corto, pero, sin embargo, suficiente para 
el cambio de actitud que se produce en los mismos protagonistas de 
aquel evento. Los planteamientos y testimonios recogidos muestran sufi-
cientemente el contraste en el proceso de elaboración de ambas Leyes 
Fundamentales. Desaparecen los acentuados antagonismos, enfrenta-
mientos e ideologización de aquella Asamblea. El cambio se reflejará, 
en primer término, en las sesiones de la Comisión. De sus actas se 
deprende que, propiamente, no llegó a plantearse un debate; menos, 
enfrentamientos; sí, en cambio, exposición de puntos de vista, matiza-
ciones. Se aprecia cómo, en numerosos aspectos, las divergencias se 
saldan de momento remitiendo la materia al estudio de una subcomisión 
ad hoc, que se integra por quienes sostienen los diversos planteamientos 
y por otros miembros de la Comisión. En ese ambiente se alcanza el 
2 5 . Cff. Exposición de motivos, cit., p. 418. Entre otros, nombran a los españoles, entonces 
profesores de la Universidad Central de Venezuela, Manuel García Pelayo y Antonio Moles 
Caubet, a los también profesores de esa Universidad, Joaquín Sánchez Covisa, Gonzalo Parra 
Aranguren y Tomás Polanco, al eminente administrativista, el profesor uruguayo Enrique 
Sayagüez Lazo. Mencionan también, en el mismo sentido, a los magistrados de la Corte Federal 
y de Casación, al Procurador y al Contralor de la Nación y asesores técnicos de diversos 
Ministerios. También «fueron objeto de un delicado estudio —dicen— las observaciones y 
exposiciones que durante el curso de las reuniones le fueron enviadas directamente o por 
conducto de las Cámaras legislativas por ciudadanos algunos de ellos de merecida fama» 
(P- 419). 
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consenso necesario para la redacción definitiva, con cesiones de unos y 
otros. 
Aquel contraste se confirmará en el enfoque y en el mismo conte-
nido del precepto sobre el derecho de libertad religiosa y otras normas 
constitucionales relacionadas con este derecho de libertad. A continua-
ción, mencionaré algunos de esos preceptos —programáticos— que 
constituyen como el marco conceptual en el que se integra y desen-
vuelve el derecho de libertad religiosa en el nuevo texto constitucional. 
2. Nueva orientación de los derechos de la persona 
Los debates parlamentarios de la Asamblea Nacional Constituyente 
ofrecen al intérprete del texto constitucional que se sancionó el 5 de 
julio de 1947 abundantes elementos para entender la orientación del 
derecho de libertad religiosa en aquella Ley Fundamental. Esto es, su 
alcance, contenido, límites, condicionamientos, etc. Considero, en 
cambio, que para el estudio de cada uno de los preceptos específicos 
—en aquella misma materia— del texto constitucional del 61, la 
atención se ha de centrar, en primer lugar, en el contraste (coincidencias 
o discrepancias) con la Constitución precedente. En efecto, las 
discusiones del Proyecto en las Cámaras legislativas, en las sesiones de 
julio a diciembre de 1960, de ordinario, carecerán de relevancia. Ade-
más, las actas de las sesiones de la Comisión Bicameral, siempre 
concisas, se entienden a menudo teniendo presentes los planteamientos 
hechos en la Constituyente anterior. Como es lógico, y como medio 
prioritario, habrá de recurrirse al significado literal en el texto y en su 
contexto. 
Por otra parte, como marco que declara el sentido y alcance de la 
declaración del derecho de libertad religiosa, en el artículo 65 de la 
Constitución, interesa destacar las pautas generales, principios básicos, 
que, dentro del texto constitucional, caracterizarán a todos los derechos 
reconocidos a la persona. Estas normas se encuentran particularmente en 
el Capítulo I del Título III y, en menor medida, en otros Capítulos de ese 
mismo Título. Las anotaciones que siguen sobre los derechos fundamen-
tales de la persona en la nueva Constitución responden a este último 
planteamiento. Los otros aspectos, a los que me he referido antes, los 
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26. Cfr. Exposición de motivos, cit., p. 380. 
27. Así: art. 95 («El régimen económico de la República se fundamentará en principios de 
justicia social...» «El Estado promoverá el desarrollo económico y la diversificación de la 
producción...»), art. 97 («No se permitirán monopolios. Sólo podrán otorgarse, en conformidad 
con la ley, concesiones...» «El Estado podrá reservarse determinadas industrias...»), arts. 103, 
104... En relación a esta materia me remito al trabajo de J. A. MAYOBRE, Derechos Económicos, 
en «Estudios sobre la Constitución», t. II, Caracas 1979, especialmente pp. 1127-1138. Respecto 
al sistema de relaciones entre el Estado y los ciudadanos que se configura en el Título III de la 
Constitución del 61 pueden verse las consideraciones de Brewer Carias (Las Constituciones de 
Venezuela, cit., pp. 115-117). 
tendré en cuenta al considerar cada uno de los parágrafos del precepto 
constitucional. 
El Título III de la nueva Constitución «De los Deberes, Derechos y 
Garantías», contiene seis capítulos, en los que se ordena la materia con 
una mejor sistemática que en el texto precedente y con contenidos más 
concisos y claros, mucho menos prolijos y pormenorizados. Se procura, 
además, la eliminación de connotaciones de carácter ideológico. El 
Capítulo I contiene las «Disposiciones Generales», el II se refiere a los 
«Deberes», el Capítulo III, «según la denominación tradicional», como 
señala la Exposición de motivos26, se intitula «Derechos Individuales», 
en el Capítulo IV se integran los «Derechos Sociales», en el V los 
«Derechos Económicos», por último, el VI, se dedica a los «Derechos 
Políticos». 
A lo largo de todo el Título se enuncia un amplio elenco de 
derechos subjetivos constitucionales, entendidos éstos en el sentido 
clásico de facultad del titular para exigir de otro (en primer término, de 
los poderes públicos) una determinada conducta —de acción u 
omisión— tutelable por el juez. Unos derechos se declaran de forma 
absoluta; para el ejercicio de otros, el texto constitucional remite a las 
reglamentaciones del legislador ordinario. Se encuentran también, den-
tro del Título —pero en mucha menor proporción que en la Constitución 
de 1947—, declaraciones de otra naturaleza; así, mandatos dirigidos a 
los poderes públicos, orientaciones para la actividad del Estado, etc., 
especialmente en el Capítulo sobre los «derechos económicos» 2 7. 
Finalmente, como acabo de decir más arriba, se descubren otros 
preceptos de alcance más amplio, aplicables a todos los derechos enun-
ciados. A estos me referiré en lo que sigue. 
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a) La primacía de la persona humana 
De acuerdo con el Preámbulo de la Constitución, que declara 
reiteradamente la primacía de la persona humana28, la disposición que 
abre el Título III, en que se enuncian los derechos, deberes y garantías, 
reafirma el valor primordial de la persona humana, iluminando plena-
mente el resto del contenido del título. La primera norma de las 
«Disposiciones generales» (Capítulo I) dice: «Todos tienen derecho al 
libre desenvolvimiento de su personalidad, sin más limitaciones que las 
que derivan del derecho de los demás y del orden público y social» (art. 
43) 2 9. Sin pretender abordar un punto lejos del alcance de este estudio30, 
me permito una observación sobre la expresión «sin más limitaciones 
que las que derivan del derecho de los demás y del orden público y 
social». La redacción del precepto —al utilizar la expresión «limitacio-
nes»— parece apuntar, a primera vista, una aparente contraposición que, 
en cierta medida, podría quitar fuerza al principio fundamental 
enunciado: «derecho al libre desenvolvimiento de la personalidad». Sin 
embargo, interesa observar que al tener la persona de suyo una vocación 
social, ser social per se, los «derechos de los demás» y el «orden público 
y social» han de ser entendidos más como condiciones intrínsecas, 
dimensiones propias del libre desenvolvimiento de la persona humana, 
que como limitaciones impuestas desde fuera a cada uno de los indi-
viduos singulares. Sin la sociedad, sin «los demás», en modo alguno las 
personas singulares llegarán a alcanzar su plenitud, a hacer efectivos 
propiamente sus derechos. No hay lugar, por tanto, a planteamientos 
antagónicos, sociedad-individuos, sí a necesarias complementariedades. 
De todos modos, el nuevo texto constitucional mejora los precedentes. 
28. Algunas declaraciones del Preámbulo constitucional están recogidas en el siguiente 
epígrafe. Por ello, esta sola mención. 
29. Anoto el comentario de Caldera (La personne dans la Constitution de la Republique du 
Venezuela, en «Cahiers, Institut international démocrate chrétien d'études», cit., p. 77): «Selon 
moi, cette disposition est en quelque sorte la prémisse initiale pour renonciation des droits et 
garanties qui son répartis en différents chapitres... La personne humaine est le sujet de l'ordre 
juridique, elle est en même temps l'objetif premier de l'orientation du Droit. C'est ainsi que dans 
les articles sur les droits individuels les droits de l'homme sont mis en valeur parce que ce sont à 
juste titre les attributs de la personne humaine selon une juste conception philosophique». 
30. Sobre este aspecto específico pueden verse las consideraciones de J. C A S T Á N TOBENAS 
(Los derechos del hombre, Madrid 1976, pp. 48 y ss.) Se cita en ese estudio una abundante 
bibliografía. 
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En efecto, la nueva disposición sustituye al enunciado tradicional en las 
Constituciones del país que en el art. 23 de la de 1947 se expresaba así: 
«Todos tienen el derecho de hacer lo que no perjudique a otro, y nadie 
está obligado a hacer lo que la ley no ordene ni impedido de ejecutar lo 
que ella no prohiba». 
Detrás de la nueva redacción subyace el propósito de basar los 
derechos fundamentales en una realidad ontológica, la persona humana. 
Otros preceptos que se van a citar seguidamente y el testimonio de los 
mismos miembros de la Comisión, comentando otro artículo en la Expo-
sición de motivos, confirman, a mi juicio, esta aseveración. 
Se cierra el Capítulo I con otra norma que sí se contenía en la 
Constitución del 47, pero con diferente redacción, diferencia que resulta 
clave. Dice el art. 50 de la nueva Constitución: «La enunciación de los 
derechos y garantías contenidas en esta Constitución no debe entenderse 
como negación de otros que, siendo inherentes a la persona humana, (el 
subrayado es mío) no figuren expresamente en ella». Y añade en un 
aparte «La falta de ley reglamentaria de estos derechos no menoscaba el 
ejercicio de los mismos». En cambio, el artículo 25 de la Ley Funda-
mental del 47 decía: «La enumeración de los derechos y de los deberes 
que se hace en el presente Título no debe entenderse como una negación 
de cualesquiera otros que correspondan a los habitantes de la República, 
y que no figuren expresamente en él». Como se puede apreciar, en el 
texto del 47 se omite cualquier fundamentación y la declaración mera-
mente enunciativa se extiende también a los deberes; es decir, que los 
poderes públicos podrían establecer obligaciones a los ciudadanos en 
campos y materias no contemplados en la Constitución. Los redactores, 
someramente, al final de sus consideraciones sobre el Capítulo I, se 
refieren al matiz añadido al artículo 50 y lo justifican en una tendencia 
imperante en el Derecho comparado. Dicen: «Con la nueva formulación 
que se da al primer principio, complementado con la última disposición 
mencionada, se incorpora el texto fundamental al de aquellas Consti-
tuciones que basan el sistema de las garantías sobre la noción esencial 
de la persona humana y se deja fuera de toda duda la interpretación de 
que no pueden quedar las garantías a merced de que exista o no una 
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legislación que explícitamente las consagre y reglamente»31. El artículo 
50 amplía, por tanto, el campo de los derechos constitucionales; unos se 
enuncian expresamente en la Ley Fundamental, otros, por ser también 
«inherentes a la persona humana», están implícitos en el texto, pero 
igualmente consagrados constitucionalmente y, por consiguiente, tute-
lables32. 
También en el mismo Capítulo I («Disposiciones generales») de la 
nueva Ley Fundamental se incluye una norma —por primera vez en la 
historia legislativa venezolana— que fortalece la garantía, la protección 
de los derechos fundamentales. Es el recurso constitucional de amparo33. 
Se declara éste en los siguientes términos «Los tribunales ampararán a 
todo habitante de la República en el goce y ejercicio de los derechos y 
garantías que la Constitución establece, en conformidad con la ley». En 
un aparte, se añade: «El procedimiento será breve y sumario, y el juez 
competente tendrá potestad para restablecer inmediatamente la situación 
jurídica infringida» (art. 49). Se declara, por tanto, como norma 
constitucional, un recurso específico de carácter judicial. No obstante, su 
aplicación queda condicionada a una posterior reglamentación legisla-
tiva. Sin embargo, en el ámbito de la libertad personal, se aplicará de 
31. Cfr. Exposición de motivos, cit., p. 380. Los términos en que se expresa la Exposición 
de motivos recuerdan intervenciones del Diputado Caldera en la Constituyente del 47, en su 
fondo y en su forma. Por otra parte, la mismas expresiones de la Exposición de motivos reflejan 
una inspiración iusnaturalista para la nueva redacción. E. NOVOA MoNREAL (La garantía 
constitucional de la propiedad privada y la teoría cristiana, en «Estudios sobre la Constitución», 
cit., t. II, p. 1285) difiere de esta valoración respecto al artículo 50, quizá por no tener en cuenta 
la mente de los redactores que la Exposición de motivos pone de relieve. 
32. La fundamentación de los derechos en la primacía de la persona humana no sólo se 
encuentra en los dos preceptos hasta ahora referidos (artículos 43 y 50) —que son como el marco 
o pórtico de todos los derechos de la persona— y en el Preámbulo constitucional. También a lo 
largo del articulado se descubren otras referencias. Anoto algunas: art. 72: «El Estado protegerá 
las asociaciones, corporaciones... que tengan por objeto el mejor cumplimiento de los fines de la 
persona humana...»; art. 76 «... Todos están obligados a someterse a las medidas sanitarias que 
establezca la ley, dentro de los límites impuestos por el respeto a la persona humana»; art. 80; 
«La educación tendrá como finalidad el pleno desarrollo de la personalidad...»; art. 95: «El 
régimen económico de la República se fundamentará en principios de justicia social que asegu-
ren a todos una existencia digna y provechosa para la colectividad...»; y entre las atribuciones 
del Ministerio público (art. 220) se menciona: 4 o «Velar por el recto cumplimiento de las leyes y 
la garantía de los derechos humanos en las cárceles...». Los subrayados son míos. 
33. Un estudio extenso del amparo en el ordenamiento jurídico venezolano, con referencias 
históricas, jurisprudencia, etc., se encuentra en E. AGUDO FREYTES, Estado actual de la acción 
de amparo en Venezuela, en «Estudio sobre la Constitución», t. ü, Caracas 1979, pp. 659-773. 
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inmediato. Con este objeto, en la Disposición transitoria quinta de la 
Constitución, se regula el recurso de Habeas corpus («El amparo de la 
libertad personal, hasta tanto se dicte la ley especial que lo regule 
conforme a lo previsto en el artículo 49 de la Constitución, procederá de 
acuerdo con las normas siguientes...»)34. 
La exclusión en la Constitución del 47 de esta «garantía de las 
garantías» —como la calificó Pérez Guevara en los debates de la 
Asamblea Nacional— por decisión, en aquella oportunidad, de Acción 
Democrática es un reflejo de la concepción que sobre el Estado y 
también sobre los mismos derechos de la persona prevaleció en la Ley 
Fundamental del trienio revolucionario. Su inclusión en la nueva Carta 
Magna no estará exenta de dificultades. Sigue pesando contra ella una 
cierta suspicacia. Sin embargo, prevalecerá el consenso y la transacción. 
b) La protección de los grupos y comunidades sociales 
Además de estos preceptos de las «Disposiciones Generales», que 
acabo de anotar, se descubren otras normas, también dentro del Título 
III, que instituyen pautas de particular importancia y de proyección 
general en todo el campo de los derechos de la persona. 
La Exposición de motivos hace el siguiente pronunciamiento en 
relación a los «Derechos Sociales» (capítulo IV). «Estos se encabezan 
—dice— con el derecho de asociación al cual, para no darle un mero 
carácter platónico, se añade la obligación para el Estado de proteger las 
asociaciones, corporaciones, sociedades y comunidades que tengan por 
objeto el mejor cumplimiento de los fines de la persona humana y de la 
convivencia social». El texto en cursivas es transcripción de parte del 
contenido del artículo 72 de la Constitución. A continuación, los redac-
tores del Proyecto aportan la razón, el fundamento, de aquella decla-
ración: «se quiere así subrayar la moderna concepción del Estado, que 
no lo reduce a aglomeración inorgánica de individuos, sino que hace de 
él más bien integración orgánica dentro de la cual los ciudadanos 
3 4 . Muchos años debieron transcurrir —sigue pesando el recelo— para que las Cámaras 
Legislativas cumplieran el mandato constitucional al sancionar la «Ley orgánica de amparo 
sobre derechos y garantías constitucionales» (Gaceta Oficial de la República de Venezuela, n. 
3 4 . 0 6 0 del 2 7 - 9 - 8 8 ) . Respecto al contenido de esta ley me remito al reciente y documentado 
estudio de G . LINARES BENZO (El proceso de amparo en Venezuela, Caracas 1 9 9 3 ) . 
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desarrollan su vida social a través de las comunidades, sociedades y 
demás formas asociativas lícitas que responden a sus tendencias, senti-
mientos e intereses»35. De nuevo, para no entrar en otras consideraciones 
y, por tanto, en posibles controversias, se acude al recurso de las 
«modernas tendencias». En este caso, «moderna concepción del Esta-
do». Basta, sin embargo, un repaso de los planteamientos sobre la 
función del Estado y los derechos de la persona humana y de la misma 
sociedad expresados por Caldera en los debates de la Asamblea 
Nacional del 47 3 6 para descubrir la paternidad del art. 72 y también de 
otras normas constitucionales que, bajo perspectivas más específicas, 
abundan en el mismo planteamiento (arts. 73, 109 y 57). 
Con esta orientación, que algunos denominan principio pluralista37, 
se reconoce ampliamente la función de los grupos sociales en que se 
integran las personas singulares. Ciertamente, la consagración de una 
norma de esa naturaleza resulta de extraordinaria trascendencia en orden 
a una efectiva y real vigencia de los derechos fundamentales de la 
persona humana, que es, por su propia naturaleza, social; entre ellos, el 
de libertad religiosa38. 
35. Exposición de motivos, cit., p. 383. 
36. Destaco también una cita, algo extensa, de Caldera en un trabajo publicado meses 
después de promulgada la Constitución. Trabajo al que me be de referir en otras oportunidades. 
Dice: «Se abre el Capítulo (está tratando de los derechos sociales) con una norma cuyo conte-
nido responde a una concepción social contemporánea: la concepción institucionalista o, si se 
prefiere evitar la definición ideológica que aquél nombre entraña, pluralista. El binomio indi-
viduo-Estado... agotaba la concepción del constitucionalismo liberal; las constituciones del siglo 
XX dan cabida a una serie de normas protectoras de otras formas sociales —intermedias entre el 
individuo y el Estado— que responden a un proceso natural y orgánico de integración del ser 
humano dentro de la vida colectiva. La familia, el sindicato, las cooperativas, constituyen 
aspectos característicos de esta consideración de otras sociedades distintas del Estado dentro de 
las disposiciones constitucionales; pero hasta ahora no se había formulado un precepto de carác-
ter general que además de reconocer estos grupos, comprendiera en principio todas las manifes-
taciones societarias capaces de desarrollar la personalidad humana hacia sus fines propios y 
fortalecer la vida comunitaria» (Los derechos sociales en la Constitución de Venezuela, en 
«Revista del Instituto venezolano de Derecho social», Caracas, año V , n° 16, 15 diciembre 1961, 
p. 8). 
37. Cfr. F. P A R R A A R A N G U R E N , Consideraciones sobre la clausula sindical, en «Estudios 
sobre la Constitución», t. II, Caracas 1976, pp. 863-866. Destaca también esta nueva orientación 
de la Constitución R. C O M B E L L A S , El concepto de Estado social de Derecho y la Constitución 
venezolana de 1961, en «Estudios sobre la Constitución», t. III, cit., pp. 801-802. En el mismo 
sentido, puede verse la nota anterior. 
38. Recojo, a este respecto, un párrafo, que considero de interés, del constitucionalista 
Manuel García Pelayo, correspondiente a las primeras páginas —introductorias— de su estudio 
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En el nuevo texto constitucional no sólo se reconoce a los indi-
viduos la facultad de constituir sociedades o asociaciones (art. 70 ) y el 
derecho de reunión (art. 71), además, se declara una pauta de particular 
relevancia al «asignar a las distintas formas sociales —en palabras de 
Caldera— un puesto en la organización de la vida civil»3 9. Y se señala 
una obligación de hacer, una prestación, por parte del Estado: proteger 
los grupos humanos que tengan por objeto el mejor cumplimiento de los 
fines de la persona humana y de la convivencia social. 
Para terminar, una última observación. La relevancia que se pre-
tende dar a los grupos sociales no excluye el que el Estado, dentro de la 
nueva Constitución, deje de configurarse como un Estado de presta-
ciones. Ambas orientaciones son compatibles, siempre que no se preten-
da una acción exclusiva y excluyeme de los poderes públicos40. 
La división de poderes y la Constitución venezolana de 1961 en «Estudios sobre la Constitu-
ción», Caracas 1979, t. III, p. 1403. Dice: «Quizá merezca la pena recordar que el sentido del 
pluralismo premodemo era garantizar la libertas de cada uno de sus componentes (estamentos y 
corporaciones territoriales y personales), es decir, su derecho privativo, su lex prívala o privi-
legio. Y que el supuesto de que parten las teorías pluralistas surgidas en el XIX en oposición al 
Estado centralizado, es que cada entidad social que cumple una función destinada a satisfacer 
necesidades legítimas de la sociedad tiene un derecho a la existencia tan originario como el del 
Estado mismo, y que, por consiguiente, posee a propio título las potestades exigidas para el 
cumplimiento de sus funciones». Sobre el valor de los grupos sociales en el Estado democrático, 
con especial referencia al interés religioso, puede verse M. LÓPEZ AXARCÓN, Organización de 
las confesiones religiosas en el Estado español, en «Derecho Eclesiástico del Estado español», 
Pamplona 1980, pp. 333-334. 
39. R. CALDERA, LOS derechos sociales en la Constitución de Venezuela, en «Revista del 
Instituto Venezolano de Derecho Social», n. 16, c i t , p. 8. A.R. BREWER CARIAS (Las Constitu-
ciones de Venezuela, cit., p. 115) para referirse, en este orden de ideas, al sistema constitucional 
venezolano del 61 emplea la expresión «democracia pluralista», recogida también de Caldera 
(cfr. p. 8 del trabajo ya citado, Los derechos sociales en la Constitución de 1961). 
40. Cabe mencionar en este sentido el art. 57 de la Constitución, el último del capítulo 
sobre los «Deberes». Reza ese precepto: «Las obligaciones que corresponden al Estado en 
cuanto a la asistencia, educación y bienestar del pueblo no excluyen las que, en virtud de la 
solidaridad social, incumben a los particulares según su capacidad.,.». La Exposición de motivos 
(cit. p. 382) califica este precepto de «novedad del Proyecto». Y dice: «La formulación expresa 
del precepto transcrito la consideramos no sólo de necesidad sino de evidente conveniencia». Y 
añade: «La solidaridad social comporta un compromiso no sólo moral, sino que las leyes pueden 
y deben exigir en muchas ocasiones». En relación a este precepto y a las prestaciones de carácter 
social que se enuncian en el capítulo IV («Derechos Sociales»), García Pelayo comenta: 
«Aplicando una calificación surgida en otro sector del Derecho constitucional, podríamos decir 
que no nos encontramos con deberes exclusivos, sino con deberes concurrentes» (La división de 
poderes y la Constitución venezolana de ¡961, cit., t. ID, p. 1413). 
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3. El factor religioso en general: Preámbulo constitucional 
El espíritu de entendimiento que caracterizará el proceso de elabo-
ración del nuevo texto constitucional lleva, entre otras consecuencias, a 
que el tema religioso deje de ser problema, motivo de enfrentamiento, 
como, por el contrario, lo fue en las discusiones de la Asamblea 
Nacional del 47, ya desde el primero de sus debates y aun antes, en la 
elaboración del anteproyecto. La discusión del punto «mención de Dios» 
provocó que las fuerzas políticas representadas en aquella Cámara 
manifestaran, ya en los inicios, sus respectivas posturas respecto al papel 
del factor religioso en la sociedad. Postura que determinó en las discu-
siones posteriores la orientación de algunos preceptos constitucionales. 
De ahí que, con razón, se pueda hablar, de la «cuestión religiosa» del 
trienio revolucionario. En las nuevas circunstancias se supera la materia 
como foco de controversias. Y no es que el hecho religioso haya perdido 
relevancia en la vida social. 
El clima social, y, sobre todo, la actitud mental de la totalidad de los 
sectores dirigentes de la nación —con independencia de sus respectivas 
ideologías— ante el fenómeno religioso será muy diferente a la asumida 
por quienes constituyeron catorce años antes la inmensa mayoría de la 
representación popular. Una acotación. Al ser la Iglesia católica la con-
fesión religiosa absolutamente mayoritaria en el país —más del 90%—, 
postura religiosa se identifica con actitud ante la misma. 
En contraste con la Constitución del 47, los miembros de la Comi-
sión Bicameral justifican en la Exposición de motivos la mención del 
nombre de Dios con estas expresiones: «Consecuentes con nuestra mejor 
tradición y con la más neta convicción actual... y penetrado (el Preám-
bulo) de nuestros valores espirituales invoca para el pueblo venezolano 
la protección de Dios Todopoderoso»4 1. En líneas anteriores de la 
Exposición de motivos han razonado lá misma incorporación de un 
Preámbulo en los siguientes términos: «Siguiendo la mejor tradición 
constitucional, el Proyecto contiene una Declaración Preliminar con la 
afirmación de los principios que a través de ciento cincuenta años han 
41. Exposición de motivos, cit., pp. 373 y 374. 
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42. Exposición de motivos, cit, p. 373. 
entrado en nuestro patrimonio espiritual y de los objetivos que su 
proyección de futuro le señalan a la Patria»42. 
La prioridad de la persona humana, puesta ya de relieve, más arriba, 
en las precedentes consideraciones sobre los derechos de la persona, 
aparece desde el principio en el Preámbulo. Así, al enunciar los propó-
sitos que guían al constituyente, además de mantener la independencia 
de la nación, la integridad de su territorio, su unidad, libertad, paz y 
estabilidad de las instituciones, proclama: «Proteger y enaltecer el 
trabajo, amparar la dignidad humana, promover el bienestar general y 
la seguridad social; lograr la participación equitativa de todos en el 
disfrute de la riqueza, según los principios de la justicia social, y 
fomentar el desarrollo de la economía al servicio del hombre». Prosigue 
el Preámbulo en el párrafo siguiente con una declaración antidiscrimina-
toria, que no se encontraba en el Título Preliminar de la Constitución del 
47. Dice: «Mantener la igualdad social y jurídica, sin discriminaciones 
derivadas de raza, sexo, credo o condición social». Otros párrafos 
posteriores vuelven a reiterar lo mismo. 
III. LA DECLARACIÓN CONSTITUCIONAL DEL DERECHO DE LIBERTAD 
RELIGIOSA 
El enunciado primario y básico del derecho de libertad religiosa en 
la Constitución de 1961 se encuentra recogido en el Capítulo III del 
Título III (artículo 65), entre los derechos individuales. Contiene tres 
declaraciones en parágrafos distintos. Dice: 
«Todos tienen el derecho de profesar su fe religiosa y de ejercitar su 
culto, privada o públicamente, siempre que no sea contrario al orden 
público o a las buenas costumbres. 
»E1 culto estará sometido a la suprema inspección del Ejecutivo 
Nacional, de conformidad con la ley. 
»Nadie podrá invocar creencias o disciplinas religiosas para eludir 
el cumplimiento de las leyes ni para impedir a otros el ejercicio de sus 
derechos». 
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En las páginas que siguen analizaré con un cierto detenimiento cada 
uno de los parágrafos, después de referirme al proceso de aprobación de 
la norma. En ese análisis tendré en cuenta tanto su significado literal 
como su relación con el texto anterior. También procuraré encuadrar el 
artículo en su contexto más inmediato, la regulación de las otras 
libertades y derechos constitucionales, y en el marco más amplio de las 
pautas y criterios generales que caracterizan los derechos de la persona 
en el orden jurídico constitucional venezolano, a los que me referí en un 
epígrafe anterior. 
1. Proceso de elaboración y aprobación 
En la sesión del 16 de marzo de 1959 de la Comisión Bicameral de 
Reforma Constitucional se encarga al diputado Caldera y al senador 
Prieto la preparación de la ponencia sobre los derechos, deberes y 
garantías 4 3 . Dos meses después, en la sesión del 14 de mayo, se 
consideran diversos artículos propuestos en la ponencia, entre ellos, el 
que declara la libertad religiosa. Figura como artículo 23 de la ponencia 
y en los siguientes términos: «Todos tienen derecho de profesar su fe 
religiosa y de ejercitar su culto en privado o en público, siempre que no 
sea contrario al orden público o a las buenas costumbres. El culto estará 
sometido a la suprema inspección del Ejecutivo Nacional de conformi-
dad con la ley. Nadie podrá invocar creencias o disciplinas religiosas 
para eludir el cumplimiento de las leyes de la República ni para impedir 
a otros el ejercicio de sus derechos». Recojo las anotaciones que figuran 
en el acta. En primer lugar, interviene el diputado Tovar, de COPEL 
Propone sustituir la expresión «buenas costumbres» por «moral cristia-
na». El diputado Barrios, de AD, y el senador Escovar Salom, de URD, 
se oponen a la proposición. El proponente la retira. Seguidamente, el 
senador Escovar Salom propone se diga «los cultos», en vez de «el 
culto». «En relación a este tema —según consta en el acta— intervienen 
en contra, Rafael Caldera, Mauro Paez Pumar, Germán Briceño y 
Orlando Tovar», todos —añado— de COPEI, de inspiración y forma-
ción demócrata-cristiana. Por otra parte, el senador Leoni, de AD, 
43. Cfr. Acta n. 8, en «La Constitución de 1961», cit., 1.1, vol. I, p. 18. 
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propone suprimir la frase «siempre que no sea contrario al orden público 
o a las buenas costumbres». Finalmente, según consta en el acta, el 
artículo fue aprobado en su forma original44. 
En el acta del 11 de agosto del mismo año se lee que «el diputado 
Caldera expuso a la Comisión las observaciones de forma propuestas 
por el profesor Ángel Rosenblat, referentes al Título 3 o que trata de los 
Deberes, Derechos y Garantías». De acuerdo con esas observaciones, la 
Comisión acordó modificar la redacción de numerosos artículos del 
Título. Respecto al artículo sobre la libertad religiosa simplemente se 
sustituye «derecho» por «el derecho». Dirá «Todos tienen el dere-
cho...» 4 5. Finalmente, por lo que respecta a los trabajos de los proyec-
tistas, en la sesión de la Comisión del 4 de mayo de 1960, poco antes de 
pasar el proyecto al estudio de las Cámaras legislativas, se acuerda 
eliminar, al final del artículo, la expresión «de la República», dejando 
simplemente «de las leyes...». Como se puede apreciar, el proceso de 
elaboración ha transcurrido sin ningún enfrentamiento, con alguna 
cesión de parte y parte. Recuérdese «el culto» y «los cultos» y «moral 
cristiana» en lugar de «buenas costumbres».Y ello a pesar de que el 
mismo contenido de cada uno de los tres párrafos no es homogéneo; 
obedece a planteamientos distintos. Dejo esta consideración para más 
adelante. Para completar esta primera perspectiva, interesa hacer 
referencia al proceso de aprobación en las Cámaras legislativas. 
El artículo sobre la libertad religiosa se lleva por primera vez a la 
consideración del Congreso en la sesión del 11 de julio de 1960 de la 
Cámara del Senado. Lleva el número 65 y tiene ya la redacción defi-
nitiva, transcrita al comienzo de este epígrafe. Fue leído, considerado, 
votado y aprobado, según consta en el acta, separadamente, al igual que 
otros preceptos y sin suscitar ninguna intervención46. En los mismos 
términos fue aprobado también, en sucesivas discusiones y sin inter-
venciones parlamentarias, en las sesiones de la Cámara de Diputados. 
Poco cabe deducir, en orden a indagar el sentido del texto 
constitucional, de las intervenciones de los miembros de la Comisión, 
44. Cfr. Acta n. 20, en «La Constitución de 1961», cit., 1.1., vol. I, pp. 66 y 67. 
45. Cfr. Acta n. 50, en «La Constitución de 1961», cit., 1.1, vol. I, pp. 202 y 205. 
46. Cfr. Diario de debates de la Cámara del Senado de la República de Venezuela, mes 
VJJ, Caracas, 11 de julio de 1960, n. 39, p. 2808. 
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transcritas más arriba y que se recogen en las actas. De todos modos, 
algunas de aquellas puntualizaciones volverán a aparecer en las próxi-
mas líneas. Por otra parte, durante las discusiones preceptivas de las 
Cámaras el «consenso» en este campo se refleja con la aceptación total e 
indiscutida del trabajo presentado por la Comisión redactora. 
La Exposición de motivos contiene una breve mención, referida 
tanto a la libertad religiosa como a la libertad de expresión del pensa-
miento, en los siguientes términos: ambas «están expresadas en forma 
más técnica, más segura y más cónsona con los avances logrados con 
nuestro desarrollo social y político»47. 
Paso a considerar la materia desde otra perspectiva, la del contraste 
con el texto constitucional precedente. Recurso con el que espero se 
pueda destacar mejor el sentido y alcance de las nuevas expresiones 
consagradas por el constituyente. 
Los tres preceptos en torno a la libertad religiosa de la Constitución 
de 1947 (arts. 38, 39 y 40) se reducen, con pretensión unitaria, a un 
único precepto, el 65, en la nueva Constitución. El artículo 38 («La 
Nación garantiza la libertad de conciencia y la de cultos, sometida esta 
última a la suprema inspección del Ejecutivo nacional, de acuerdo con la 
ley») se transformará, con otra redacción, en los parágrafos I o y 2 o del 
nuevo artículo (I o: «Todos tienen el derecho de profesar su fe religiosa y 
de ejercitar su culto, privada o públicamente, siempre que no sea contra-
rio al orden público o a las buenas costumbres», 2 o: «El culto estará 
sometido a la suprema inspección del Ejecutivo nacional, de confor-
midad con la ley»). Desaparece en el texto constitucional el contenido 
del artículo 39 («Nadie podrá ser obligado a declarar su creencia 
religiosa o su ideología política, salvo cuando así lo disponga la ley»). 
En la Asamblea Constituyente del 47 esta norma, propuesta en la tercera 
discusión, fue aceptada por todos los Representantes y aprobada sin 
discusión alguna48. El artículo 40 («Nadie puede invocar creencias o 
disciplinas religiosas para eludir el cumplimiento de las leyes de la 
República ni para impedir a otro el ejercicio de sus derechos»), con 
pequeñas modificaciones de estilo, pasa a constituir el parágrafo tercero 
47. Exposición de motivos, cit., p. 382. 
48. Cfr. Documento n. 32, en «Pensamiento político venezolano del siglo XX»; t. 55, 
Caracas 1989, pp. 34-35. 
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49. Caldera, Presidente de la Cámara de Diputados, hace esta misma observación en un 
debate en los siguientes término: «se ha eliminado en todo el sistema constitucional la frase «se 
garantiza a todos los habitantes de la República». Esa era la forma como antes se contenían las 
garantías. Ahora se ha tomado una fórmula más absoluta» (cfr. Diario de Debates de la Cámara 
de Diputados de la República de Venezuela, Mes X, 26 de octubre de 1960, n. 23, p. 416). 
50. Cfr. Documento n. 12, en «Pensamiento político venezolano...», cit., t. 54, p. 95. 
del artículo 65 («Nadie podrá invocar creencias o disciplinas religiosas 
para eludir el cumplimiento de las leyes ni para impedir a otro el ejer-
cicio de sus derechos»). Antes de proseguir, anoto que en la nueva 
Constitución todos los derechos de la persona —individuales o socia-
les— se enuncian y declaran directamente, no como atribuciones o 
garantías otorgadas por la nación49. 
La redacción del nuevo precepto, artículo 65, refleja, en una primera 
impresión, luces y sombras. Las luces se desprenden del primer pará-
grafo. Las sombras provienen del segundo y tercero, herencia ambos de 
la Constitución del 47, si bien el segundo tiene una cierta tradición histó-
rica constitucional. Baste, por ahora, recordar el espíritu de consenso del 
nuevo constituyente, con sus cesiones y transacciones. 
Un primer paso, en este proceso gradual de acercamiento al tema en 
estudio, será la consideración de cada uno de los parágrafos por separa-
do. Después, como un todo unitario. 
2. La profesión de la propia fe religiosa 
La nueva redacción del primer parágrafo («Todos tienen el derecho 
de profesar su fe religiosa y de ejercitar su culto, privada o pública-
mente, siempre que no sea contrario al orden público o a las buenas 
costumbres») recuerda el tenor del artículo 33 del primer proyecto de 
Constitución que se sometió a discusión en la Asamblea Constituyente 
del 47 («Se garantiza la libertad religiosa y el libre ejercicio de todos los 
cultos, que no se opongan a la moral, a las buenas costumbres o al orden 
público»)50. Concordaba este enunciado constitucional con toda la 
tradición constitucional venezolana, rota por el constituyente del 47, al 
introducir, con su carga ideológica, las expresiones «libertad de con-
ciencia» y «libertad de cultos». La imposición de estas fórmulas res-
pondía, a una orientación, de indiferencia al menos y, en ocasiones, de 
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oposición al factor religioso, a las creencias51. La eliminación por parte 
de la Comisión Bicameral de las expresiones del 47 tendrá como 
objetivo evitar aquella orientación, propósito que, si bien no se mani-
fiesta expresamente, cabe deducirlo. En efecto, las misma actas, recogen 
una prueba. En páginas anteriores destaqué la pretensión del Senador 
Escovar Salom, de URD, de sustituir la expresión «derecho... de ejer-
citar su culto» por «derecho... de ejercitar los cultos» y la neta oposición 
—que prevaleció en definitiva— de los miembros de COPEI5 2. 
En este primer parágrafo se declara un derecho con un objeto 
específico, la fe religiosa que cada hombre puede profesar y practicar 
(ejercitar, se dice en el texto) a través de su culto (el propio de cada fe o 
creencia). Tiene esta profesión de la fe su raíz en la intimidad de la 
conciencia de cada persona. Aparte, en otro artículo, el 66, se declara la 
libertad de expresión y difusión del pensamiento53, que enraizándose 
también en la conciencia, versa sobre otro objeto, las convicciones 
filosóficas, ideológicas, etc.. Ciertamente, la fe religiosa conlleva una 
visión del mundo, una filosofía, pero pertenece a otro ámbito. Con la 
nueva redacción, queda claramente delimitada la libertad religiosa (art. 
65) y diferenciada de la libertad de expresión del pensamiento (art. 66). 
La declaración de unos derechos con unos objetos específicos (profesar 
una fe religiosa o manifestar el propio pensamiento) es un punto. En 
cambio, otro distinto será, al proclamar esos derechos, manifestar o no 
su raiz u origen (en la conciencia de cada uno). Con los nuevos términos 
parece que se eliminan las confusiones a que podría conducir la 
51. Puede verse también, Documento n. 30, en «Pensamiento político venezolano...», cit, 
t. 54, pp. 323 y ss). 
52. No juzgo sobre la motivación para aquella propuesta del entonces senador Escovar 
Salom, porque no constan otros datos (el senador Escovar Salom, profesor universitario, con 
destacadas actuaciones políticas en los siguientes 35 años, bajo gobiernos de diferente signo, no 
se ha caracterizado por posiciones radicales, sí, a menudo críticas). En cambio, la oposición por 
parte de COPEI tenía, por lo que consta en otros lugares, una clara motivación: rechazar la 
posible semejanza con la «libertad de cultos», con la carga histórica —indiferentismo— que este 
expresión conllevaba. 
53. Dice el artículo 66: «Todos tienen el derecho de expresar su pensamiento de viva voz o 
por escrito y de hacer uso para ello de cualquier medio de difusión, sin que pueda establecerse 
censura previa; pero quedan sujetas a pena, de conformidad con la ley, las expresiones que 
constituyan delito». Sigue un aparte, que no vale la pena transcribir, por ahora. 
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expresión libertad de conciencia de la anterior redacción54. Volviendo de 
nuevo a la declaración del parágrafo primero, en el mismo pueden 
distinguirse dos aspectos: profesión de la fe religiosa y ejercicio de su 
culto, en privado o públicamente. 
El primer aspecto («Todos tienen el derecho de profesar su fe 
religiosa») define una toma de posición por parte de cada persona, en su 
interior, en relación con Dios en cuanto objeto específico, o, expresán-
dolo en otros términos, su postura positiva ante el fenómeno religioso. 
Esa toma de posición puede estar acompañada de otras decisiones, 
planteamientos, etc., y, también, conductas. De todos modos, profesar 
una fe religiosa es, propiamente y ante todo, «creer, confesar», también, 
«ejercer una cosa con inclinación voluntaria y continuación con en ella» 
(Diccionario de la lengua española). En cambio, —reitero— la libertad 
de conciencia del art. 38 del texto del 47 era libertad de creer o no creer. 
Por otra parte, como este derecho está incluido en el capítulo de los 
derechos individuales, al enunciarlo, se destaca, en primer término, su 
carácter personal. Sin embargo, al poner en relación la fe con su práctica 
5 4 . Sin embargo, en algunos comentaristas de la Constitución de 1 9 6 1 —quienes, aun 
tratando el tema, le dedican una atención más bien marginal— sigue pesando mucho la tradición 
liberal de la libertad de conciencia que identifican con el derecho de profesar la fe religiosa. Por 
otra parte, también identifican el concepto de ejercicio del culto con la «libertad de cultos», sin 
captar las diferencias entre el precepto del 4 7 y el del 6 1 , quizá por no haber prestado atención al 
proceso de elaboración de la nueva norma. Así, A. OROPEZA (La nueva Constitución venezolana, 
Caracas 1 9 7 1 , p. 2 7 4 ) en las pocas líneas que dedica al tema dice: «La libertad religiosa de que 
habla el artículo 6 5 de la Carta, se presenta bajo dos aspectos tradicionalmente conocidos con los 
nombres de libertad de conciencia' y 'libertad de cultos'. La primera es el derecho que tiene todo 
ser humano de profesar la religión que haya recibido de sus mayores o que haya adoptado 
libremente, así como la libre facultad de no creer en ninguna religión. Por tanto, la esfera íntima 
de la conciencia en el terreno de las creencias religiosas es absolutamente libre y no puede el 
Estado obligar a ningún habitante de la República a profesar una determinada religión ni tampo-
co a no profesar ninguna». De nuevo la confusión entre dos ámbitos jurídicos distintos, la 
inviolabilidad de la conciencia y el derecho de profesar una fe religiosa. En el mismo sentido de 
Oropeza, A.R. BREWER CARIAS (Curso de Derecho Administrativo, Caracas 1 9 6 8 , T. I, p. 1 0 6 ) el 
cual dice: «Del análisis de la norma se desprenden dos derechos fundamentales: 1°) El derecho a 
profesar la fe religiosa: la libertad de conciencia. Este derecho equivale a la libertad que tienen 
todos los individuos, la libertad de conciencia, el cual está entendido como un derecho ilimitado 
y absoluto que no puede ser regulado por la legislación; 2 ° ) El derecho de ejercitar el culto: la 
libertad de cultos. Ya aquí no existe esa libertad absoluta». A pesar del carácter absoluto e 
ilimitado que este autor atribuye al derecho de profesar la propia fe, en las siguientes líneas le 
señala una limitación general en virtud del parágrafo tercero del artículo «nadie podrá invocar 
creencias o disciplinas religiosas para eludir el cumplimiento de las leyes ni para impedir a otro 
el ejercicio de sus derechos». 
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a través del culto, en las líneas siguientes del parágrafo se está regulando 
ya una realidad social. Evidentemente, al decirse «ejercitar su culto» el 
posesivo «su» hace referencia a la fe religiosa en cuanto credo, creencia 
o confesión, como las líneas siguientes lo muestran claramente. Consti-
tuyen culto, por tanto, las manifestaciones externas, en privado o en 
público, de algún modo institucionalizadas, de aquella fe religiosa55. 
Dejo, de momento, el punto, e intercalo otra consideración, que estimo 
puede ser de interés, sobre la primera frase del parágrafo. 
Si bien, como más arriba señalé, el primer parágrafo del artículo 65 
recuerda al artículo 33 del proyecto introducido en enero del 47 en la 
Asamblea Constituyente, existen unas diferencias sustanciales entre uno 
y otro 5 6. En el artículo 33 se declaraba la garantía (derecho, vale decir, 
en la terminología del constituyente del 59-60) de la libertad religiosa; 
en este nuevo precepto se enuncia el derecho de profesar la fe religiosa. 
En aquél se menciona «libre ejercicio de todos los cultos». Es decir, se 
proclamaba la libertad de cultos, proclamación que si bien atañe al 
ejercicio externo de la fe por cada persona, connota y declara, sobre 
todo, el reconocimiento y garantía que la nación ha de dispensar a todos 
los cultos (credos o confesiones religiosas). Dejo de lado, en este 
momento, cualquier consideración que pudiera hacerse sobre el origen 
ideológico de la expresión. En definitiva, se garantizaba y tutelaba una 
realidad institucional. En cambio, en el artículo 65, se pretende destacar, 
en primer termino, el carácter personal de la facultad: practicar, por 
quien profesa la fe religiosa, el culto correspondiente a ésta, bien en 
privado, bien públicamente. Más adelante me referiré a la última frase 
que cierra el parágrafo «siempre que no sea contrario al orden público o 
a las buenas costumbres», añadiendo otras consideraciones sobre el 
ejercicio privado o púbüco del culto. 
55. A. OROPEZA (La nueva Constitución venezolana, cit., p. 276) al referirse a este 
segundo aspecto del artículo vuelve a identificar, como en el primero, el ejercicio del culto con la 
expresión de la Constitución del 47 «libertad de cultos», que concibe como «derecho de manifes-
tar y practicar en forma pública las creencias religiosas». 
56. Rezaba el precepto del proyecto del 47: «Se garantiza la libertad religiosa y el libre 
ejercicio de todos los cultos que no se opngan a la moral, a las buenas costumbres o al orden 
público» (Documento n. 12, en «Pensamiento político venezolano...», cit., t. 54, p. 95). Sin 
embargo, esa cierta similitud con aquel primer proyecto facilitó —estimo— la aceptación de la 
nueva redacción en el seno de la Comisión Bicameral. 
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En páginas anteriores se recogían unas afirmaciones del Secretario 
de la Comisión Bicameral, profesor Andueza, sobre el proceso de 
elaboración del nuevo texto, en las que hacía constar la consulta de los 
textos de Constituciones más recientes de algunos países europeos, entre 
ellos, Italia, además del la Ley Fundamental del 47. Reproduzco el art. 
19 de la Constitución italiana del 27 de diciembre de 1947, intercalando 
algunos paréntesis en el texto. Dice: «Todos tienen el derecho de profe-
sar (libremente) la propia fe religiosa (en cualquier forma, individual o 
asociadamente, de hacer propaganda), y de ejercer en privado o en 
público el culto, siempre que no (se trate de ritos) contrarios a las buenas 
costumbres». Si se eliminan las expresiones colocadas entre paréntesis y 
se añade, antes de «buenas costumbres», la expresión «orden público», 
la redacción de ambos preceptos, artículo 19 y primer parágrafo del 
artículo 65, es similar. Uno y otro contienen los mismos aspectos funda-
mentales. 
3. Práctica del culto 
Paso al segundo aspecto del primer parágrafo «ejercitar su culto, 
privada o públicamente». Por constituir el culto siempre una manifes-
tación externa de la conducta , puede decirse que, en cierta medida, lato 
sensu, su práctica pertenece al ámbito de lo público, en el sentido de lo 
que puede ser conocido por otros. La definición gramatical que trae el 
Diccionario de la lengua española puede aclarar la cuestión. Define lo 
privado, en su primera acepción, como lo «que se ejecuta a vista de 
pocos, familiar y domésticamente, sin formalidad ni ceremonia alguna»; 
en cambio, público es lo «notorio, patente, manifiesto, visto o sabido por 
todos». La expresión que sigue en este primer parágrafo «siempre que 
no sea contrario al orden público o a las buenas costumbres» de todos 
modos induce a pensar más en el ejercicio público y, en menor medida, 
en la práctica dentro del ámbito de lo privado 5 7. Otros preceptos 
constitucionales, en este Capítulo de los derechos individuales, reflejan 
5 7 . A . R . BREWER CARIAS (Curso de Derecho administrativo, Caracas 1 9 6 8 , 1 . 1 , pp. 1 1 8 -
1 1 9 ) distingue entre ejercicio privado del culto y ejercicio público y dentro de este último, en el 
interior de los templos y en la vía u otros lugares públicos. Dice, además, que el ejercicio privado 
del culto no es controlable por el Estado. 
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el propósito del legislador de sustraer, en lo posible, lo privado, a la 
intervención de los poderes públicos. Se trata de los artículos 62 y 63 
sobre la inviolabilidad del hogar doméstico y de la correspondencia 
privada58. 
Por otra parte, como ya apunté más arriba, el culto se concibe en el 
texto constitucional como una realidad social de carácter institucional; 
ésto es, como religión, credo, iglesia o confesión religiosa. Una mera 
práctica de ritos por un individuo o un conglomerado de personas no es 
propiamente culto para la Constitución. Ese carácter institucionalizado 
del culto como expresión externa de la fe religiosa profesada se confir-
ma más por lo que declara a continuación el segundo parágrafo del 
precepto: «El culto estará sometido a la suprema inspección del Eje-
cutivo nacional, de acuerdo con la ley». Aunque el alcance y contenido 
de este parágrafo se analizará más adelante, interesa por el momento 
anotarlo sólo para destacar la perspectiva institucional a través de la cual 
el legislador concibe el culto que practica quien profesa una fe religiosa. 
Culto, por tanto, equivale a religión, credo o confesión religiosa. El 
artículo 65, como consecuencia de la protección concedida a un derecho 
de la persona, tutela también las prácticas religiosas, pero éstas siempre 
de alguna manera institucionalizada. Sin embargo, lo prioritario en este 
primer parágrafo del artículo es el derecho fundamental de la persona. Y 
siguiendo con el carácter institucionalizado de la práctica religiosa, hago 
notar que otras prácticas no religiosas o pseudo-religiosas, o no institu-
cionalizadas de algún modo, aun reflejando aspiraciones religiosas, han 
de enmarcarse y encontrar su protección y garantía en otros preceptos. 
Así, el artículo 66 que protege la manifestación y difusión del pensa-
miento, o el 70, que reconoce el derecho de asociación con fines lícitos o 
el 71, que consagra el derecho de reunión, pública o privadamente, 
también con fines lícitos y en fin, el todavía más amplio reconocimiento 
del artículo 43: «todos tienen derecho al libre desenvolvimiento de su 
58. Dice el artículo 62: «El hogar doméstico es inviolable. No podrá ser allanado sino para 
impedir la perpetración de un delito o para cumplir, de acuerdo con la ley, las decisiones que 
dicten los tribunales...». Sigue otro párrafo que no viene al caso. El art. 63 reza: «La corres-
pondencia en todas sus formas es inviolable. Las cartas, telegramas, papeles privados y cualquier 
otro medio de correspondencia no podrán ser ocupados sino por la autoridad judicial, con el 
cumplimiento de las formalidades legales, y guardándose siempre el secreto respecto de lo 
doméstico y privado que no tenga relación con el correspondiente proceso». 
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personalidad, sin más limitaciones que las que derivan del derecho de 
los demás y del orden público y social». Por otra parte, la reiteración por 
el constituyente del 61 de que el culto no debe ser «contrario al orden 
público y a las buenas costumbres» —que pone coto, bajo esta especí-
fica cobertura constitucional, a posibles prácticas pseudo-religiosas59— 
refuerza, ya en el primer parágrafo, esta segunda perspectiva —institu-
cional— a la que me he venido refiriendo. Esta valoración y también la 
equivalencia de términos tales como culto, credo, confesión, religión, 
iglesia se confirmará, dentro del ordenamiento jurídico venezolano, por 
numerosas referencias normativas. Entre otras, el «Decreto sobre el 
ejercicio de la suprema inspección de cultos» de 24 de octubre de 
1911 6 0 , dictado en ejercicio de la facultad de inspeccionar los cultos 
atribuida al poder nacional en la Constitución de 190961. El Código Civil 
de 194262 utiliza tanto la expresión iglesias «iglesias de cualquier credo 
que sean», a las que reconoce personalidad jurídica (artículo 19), como 
religión, al referirse al matrimonio («ritos de la religión que profesa») 
(artículo 45), como cultos, cuando trata de los «ministros de culto» 
(artículos 50, 841, 899...). El Código penal6 3 dedica el Capítulo II del 
Título II a los delitos contra la libertad de cultos. Comienza el art. 168 
con esta expresión: «El que por ofender a un culto lícitamente esta-
blecido o que se establezca en la República...». El siguiente, 169, eli-
mina la referencia a la condición de licitud, dice: «El que por hostilidad 
contra algún culto establecido o que se establezca...». Ambos preceptos 
y otros (170, 210, 211, 213) confirman la valoración institucional que 
59. No es éste un planteamiento teórico. De hecho, en el país, han debido aplicarse 
medidas de policía administrativa, a veces represivas, a prácticas pseudo-religiosas con preten-
siones de «cultos». En épocas pasadas, la mayoría de esas prácticas estaba constituida por 
expresiones sincretistas de ritos paganos de origen africano con algunos elementos cristianos o, 
más bien, del santoral cristiano, que, en ocasiones, han podido atentar contra la moral o las 
buenas costumbres. Más recientemente, el espectro se ha ampliado con otros movimientos, 
experiencias espiritualistas, etc. Sus «adherentes» han pretendido, sin éxito, protección consti-
tucional. 
60. Cfr. Compilación legislativa de Venezuela, t. I V , Caracas 1953, p. 833. 
61. En las páginas siguientes, al estudiar el párrafo segundo del artículo 65, me referiré con 
más extensión a este Decreto ejecutivo. 
62. Cfr. Gaceta Oficial de la República de Venezuela, n" 2990 extraordinario, del 26 de 
julio de 1982, que contiene el texto del Código con las últimas reformas de esa fecha. 
63. Cfr. Gaceta Oficial de la República de Venezuela, n° 915 extraordinario del 30 de junio 
de 1964. 
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vengo señalando. Igualmente, la «Ley Orgánica de la administración 
central del Estado»6 4 entre las atribuciones del Ministerio de Justicia 
destaca «las relaciones con los cultos establecidos en el país» (artículo 
34). Y el artículo 38 de la «Ley Orgánica de Educación»65 dice: «La 
educación para la formación de los ministros del culto se rige por las 
disposiciones de esta ley en cuanto le sean aplicables y por las normas 
que dicten las autoridades religiosas competentes» (el subrayado es 
mío). Sentada la equivalencia entre el término «culto» y otras expre-
siones y su carácter institucional dentro del ordenamiento jurídico vene-
zolano, cabe afirmar, no obstante, la insuficiencia y pobreza del término 
para expresar todo el amplio contenido con que externamente se pro-
yecta la profesión de la fe religiosa. Etimológicamente, se entiende 
como culto «un conjunto de ritos y ceremonias litúrgicas» (Diccionario 
de la lengua española, quinta acepción). Hay que reconocer, sin embar-
go, en descargo del constituyente del 61, que sigue siendo tributario de 
una larga tradición histórica. En este sentido, las expresiones del artículo 
19 de la Constitución italiana (... profesar la propia fe religiosa, en 
cualquier forma, individual o asociadamente, de hacer propaganda...), 
que no se encuentran en el artículo 65, dotan a aquel precepto de una 
mayor claridad66. 
4. El orden público y las buenas costumbres 
Para terminar las referencias a este primer parágrafo, añado unas 
consideraciones sobre la expresión con que se cierra «siempre que no 
64. Cfr. Gaceta Oficial de la República de Venezuela, n° 3945 extraordinario, del 30 de 
diciembre de 1986. 
65. Cfr. Gaceta Oficial de la República de Venezuela, n" 2635, del 30 de julio de 1980. 
66. Sin embargo, la jurisprudencia venezolana ha establecido que la difusión de una 
creencia religiosa no forma parte de la profesión de la fe sino del ejercicio del culto. Asi, en una 
sentencia de la Corte Suprema de Justicia (CSJ-SPA (85) ) del 22-2-90, que reitera la misma 
doctrina de un fallo anterior del 2-2-53. En los considerandos de esta sentencia se reproducen 
algunos párrafos de aquel fallo: («Por otra parte, debe tenerse en cuenta que la libertad religiosa 
o de conciencia no implica en modo alguno un derecho consagrado en la Constitución de hacer 
campañas y realizar otras actividades con fines proselitistas pues la catequización no es de orden 
constitucional, toda vez que ella requiere una actividad exterior para llevar a efecto, por lo cual 
la nación no está obligada a reconocerla, sometida como está a su control y vigilancia. Esa 
propaganda por el triunfo de tal o cual idea religiosa la limita el Estado de igual manera que la 
libertad de enseñanza que, como la de cultos, es relativa y condicional»). 
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sea contrario al orden público o a las buenas costumbres». Se inspira 
esta frase en términos análogos contenidos en el artículo 33 del proyecto 
del 47 «que no se opongan (los cultos) a la moral, a las buenas costum-
bres o al orden público»67. En la nueva redacción se elimina el término 
moral. No pretende el legislador, sin embargo, desconocer el valor de la 
moral (entendiéndose siempre moral pública), simplemente la incluye en 
la otra expresión «buenas costumbres», porque considera equivalentes 
ambos términos. Dos de las tres enmiendas —todas rechazadas— que se 
presentaron en la Comisión Bicameral sobre el tenor del artículo 65 
versaron sobre la frase final del primer parágrafo. La más importante, la 
del senador Leoni, en el sentido de eliminar toda la frase. La otra, la del 
diputado Tovar, pretende una sustitución, en sentido contrario a lo que 
se había hecho respecto al proyecto del 47. Propone, en efecto suplantar 
la expresión «buenas costumbres» por «moral cristiana»68. La propuesta 
—que es retirada ante el rechazo de otros miembros de la Comisión— 
revela también una equiparación de ambos términos genéricos (moral-
buenas costumbres) si bien con la especificidad del calificativo cris-
tiana6 9. Destaqué más arriba la redacción del artículo 19 de la Consti-
tución italiana de diciembre de 1947, muy semejante a este primer 
parágrafo. En ese precepto falta, sin embargo, la referencia al orden 
público. En el proyecto propuesto inicialmente figuraba también, como 
condición, el orden público. Se eliminó por considerarlo, en palabras de 
Vicenzo Canillo, «demasiado subjetivo, demasiado elástico y demasiado 
fácilmente invocable»70. 
Unas breves anotaciones sobre la expresión «orden público»71 en el 
artículo 65. En primer término, una referencia a otros lugares del mismo 
6 7 . Cfr. Documento n. 12, en «Pensamiento político venezolano del siglo X X » , cit., t. 5 4 , 
p. 9 5 . 
6 8 . El artículo 3 5 de la Constitución cubana del 1 de julio de 1 9 4 0 , que influyó en el texto 
del 4 7 , dice: «Es libre la profesión de todas las religiones, así como el ejercicio de todos los 
cultos, sin otra limitación que el respeto a la moral cristiana y al orden público». El texto de esta 
Constitución se encuentra en la obra de A . M . LAZCANO y MAZÓN, Las Constituciones de Cuba, 
Madrid 1 9 5 2 . 
6 9 . Las intervenciones del senador Leoni y del diputado Tovar se encuentran recogidas en 
Acta n. 22, en «La Constitución de 1 9 6 1 » , cit, 1.1, vol I, pp. 6 6 y 6 7 . 
7 0 . V . CARULLO, La Costituzione della Repubblica italiana, Milano 1 9 5 9 , p. 6 0 . 
7 1 . Un estudio extenso y completo sobre el orden público en el marco constitucional, si 
bien referido a la Constitución española, se encuentra en la obra de J. CALVO ÁLVAREZ {Orden 
público y factor religioso en la Constitución española, Pamplona 1 9 8 3 ) . Esa obra, a la que he 
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texto constitucional, que muestra la mente del constituyente. El artículo 
43, disposición que, como se recordará, abre el Título sobre los derechos 
y garantías, dice: «Todos tienen derecho al libre desenvolvimiento de su 
personalidad, sin más limitaciones que las que derivan del derecho de 
los demás y del orden público y social». El artículo 220 entre las 
atribuciones del Ministerio público enumera la de «Velar por la celeri-
dad y buena marcha de la administración de justicia y porque en los 
tribunales de la República se apliquen rectamente las leyes en los proce-
sos penales y en los que estén interesados el orden público y las buenas 
costumbres». El artículo 244 del Título «De la emergencia» comienza: 
«Si existieren fundados indicios para temer inminentes trastornos del 
orden público, que no justifiquen la restricción o suspensión de las 
garantías...». 
En los dos primeros preceptos citados, al igual que en el artículo 65, 
orden público cabe identificarlo, en mi opinión, con orden constitucio-
nal, es decir, con el conjunto de valores y criterios que inspiran el siste-
ma constitucional venezolano. También, con interés general de la socie-
dad, más que interés del aparato estatal como sujeto colectivo. Como 
expresa Calvo Alvarez72, el orden público ni es reconducible exclusiva-
mente al orden estatal, ni consiste tan sólo en mera normalidad fáctica 
—ausencia de perturbaciones y conflictos—; es ante todo, orden jurí-
dico, orden jurídico constitucional en nuestro caso. En cambio, el 
artículo 244 del Título sobre la emergencia parece orientado hacia una 
valoración más reducida, orden exterior, seguridad pública, etc. Esta 
concepción coincide con la de los artículos del Código Penal en su título 
sobre los delitos contra el orden público73. Por el contrario, responde 
más a la otra concepción, el artículo 6 o del Código Civil («No pueden 
renunciarse ni relajarse por convenios particulares las leyes en cuya 
acudido en este punto, contiene también una abundante bibliografía. Puede verse también el 
estudio de Z. COMBALÍA, Los límites del derecho de libertad religiosa, en «Tratado de Derecho 
eclesiástico», Pamplona 1 9 9 4 , pp. 4 6 9 - 5 0 9 . 
7 2 . J. CALVO ÁLVAREZ, Orden público y factor religioso en la Constitución española, cit. 
p. 8 3 . 
7 3 . Cfr. Código Penal de Venezuela, arts. 2 7 3 - 2 9 8 (Caceta Oficial de la República de 
Venezuela, n° 9 1 5 , extraordinario, del 3 0 de junio de 1 9 6 4 ) . 
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observancia estén interesados el orden público o las buenas costum-
bres»)74. 
Caldera, al discutirse en la Constituyente del 47 el derecho de 
libertad religiosa y abogando por la redacción contenida en el proyecto 
—propuesta que fue rechazada—, identifica orden público con soberanía 
del Estado, con orden constitucional. Además, concibe este concepto 
como límite natural, ésto es, como condición interna del mismo derecho 
de libertad que se enuncia, no como algo externamente sobrevenido o 
impuesto75. Tomando ocasión de esta última consideración de Caldera, 
añado un último comentario. 
La expresión «siempre que no sea contrario» no es equivalente a 
limitado por el orden público, como realidad esta última contrapuesta ab 
origine a la libertad que se declara y garantiza. Lo primero es la decla-
ración de la libertad que, en su adecuado ejercicio, per se, conlleva, 
como algo que le es propio, el respeto al orden constitucional, al orden 
público76. 
De todos modos, orden público es un término con un significado no 
unívoco, sino análogo, el cual, a veces, puede ser interpretado equívo-
camente. Para estos casos queda la vía jurisdiccional, la cual, por tratarse 
de un derecho de la persona consagrado constitucionalmente, será el 
recurso de amparo del artículo 49. 
La segunda condición para el ejercicio del culto es que «no sea 
contrario... a las buenas costumbres». Antes me referí a la equivalencia, 
dentro del texto constitucional, entre moral pública y buenas costum-
bres. También, al reseñar tanto algunas normas constitucionales como 
otras del Código Civil y del Código Penal que mencionan el concepto de 
orden público, aparecía juntamente con aquel la otra expresión de 
74. Código Civil de Venezuela (de 1942), texto reformado (Gaceta Oficial de la República 
de Venezuela, n° 2990, extraordinario, del 26 de julio de 1982). 
75. Cfr. Documento n. 30, en «Pensamiento político venezolano...», cit., t. 54, pp. 351-352. 
Dice: «es perfectamente justificado y comprensible... que el Estado mantenga los necesarios atri-
butos para que ese culto externo no interfiera la soberanía ni ofenda la moral y las buenas 
costumbres. Esa es la limitación natural de la garantía, como existe esa limitación natural en el 
caso de la libertad de pensamiento, en el caso de la libertad de reunión». 
76. Z. COMBALÍA (Los límites del derecho de libertad religiosa, cit. p. 47) con acierto 
distingue entre derecho y abuso del derecho y afirma: «tal determinación es una de las más 
difíciles y delicadas, máxime tratándose de un derecho de la índole de la libertad religiosa, tan 
ligado a la dignidad de la persona humana». 
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buenas costumbres. Añado otros textos constitucionales en que se 
reproduce, bajo diferentes perspectivas, el término «moral». El artículo 
66, al declarar el derecho de manifestar y difundir el pensamiento, 
establece, entre otros, el siguiente condicionamiento: «Tampoco se 
permitirá la propaganda... que ofenda la moral pública...». El artículo 73, 
que consagra la protección de la familia como célula fundamental de la 
sociedad, declara también que «El Estado... velará por el mejoramiento 
de su situación moral y económica». El artículo 74 asegura la protección 
integral del nasciturus «desde su concepción hasta su completo 
desarrollo, para que éste se realice en condiciones materiales y morales 
favorables». 
Entiendo que todas las referencias en torno al término moral corres-
ponden a lo que podría denominarse moral pública y, bajo esta perspec-
tiva, la equiparo con buenas costumbres. El legislador regula lo público; 
deja fuera de su consideración, lógicamente, el ámbito de la conciencia y 
también lo propiamente privado. Recuérdese la mención que hice más 
arriba respecto a lo doméstico y privado de los artículos 62 y 63 de la 
Constitución. Con ello no se pretende desconocer las mutuas implica-
ciones entre esos dos ámbitos. La intangibilidad de lo privado no signi-
fica indiferencia o desvaloración por parte de los poderes públicos ya 
que con la salvaguarda de las buenas costumbres, en su proyección 
pública, se tutela indirectamente lo privado. 
El alcance y contenido de las buenas costumbres, en el orden 
constitucional, se encuentra, en primer lugar, en relación con aquellos 
valores que la Constitución declara y protege específicamente. También, 
dentro del ordenamiento jurídico venezolano, cabe descubrir, a sensu 
contrario, en ciertas conductas tipificadas como delitos o faltas, criterios 
inpiradores de lo que se se entiende como buenas costumbres. 
Dentro del texto constitucional se pueden encontrar valores o crite-
rios fundamentales. Entre otros, la familia, que se protege como célula 
fundamental de la sociedad (art. 73); el matrimonio y la maternidad, 
también protegidos por la ley (arts. 73 y 74); el honor, la reputación y la 
vida privada (art. 59); el trabajo, que también se protege y enaltece 
(Preámbulo); la igualdad social sin discriminaciones por razón de raza, 
sexo, credo y condición social (Preámbulo y art. 61); el espíritu de 
solidaridad humana (art. 80); la protección del menor (arts. 75 y 94), etc. 
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También los actos tipificados como delitos o faltas y las conductas, 
acciones, etc. que los provocan constituyen, en unos ámbitos específi-
cos, a sensu contrario, referencias válidas para la configuración del 
contenido de las buenas costumbres. Así, en el Código Penal7 7, el Título 
VIII, del Libro Segundo «De los delitos contra las buenas costumbres y 
el buen orden de la familia» (arts. 375-406) y el Título III, del Libro 
Tercero, «De las faltas concernientes a la moralidad pública» (arts. 532-
539). 
Estos contenidos, no taxativos, —y otros criterios— expresan el 
concepto de buenas costumbres que, como señala Calvo Alvarez, «no 
reflejan toda la moral, sino que recogen el sedimento tradicional de 
principios y convicciones éticas, junto a usos y convicciones sociales, de 
diversa índole, que han perdurado históricamente»78. 
En resumen, orden público y buenas costumbres constituyen las 
condiciones, el marco natural, para la práctica del culto, no de la pro-
fesión de fe religiosa. No son propiamente límites externos. En cambio, 
esos condicionamientos intrínsecos del culto deberían convertirse en 
límites para la acción de los poderes públicos, por encima de los cuales 
no pueden intervenir. Es decir la «suprema inspección» a que quedan 
sometidos los cultos por parte del Ejecutivo Nacional, como declara el 
segundo parágrafo del artículo 65, habría de contraerse a aquellos dos 
aspectos. El parágrafo segundo termina con una frase que interesa 
destacar: «de conformidad con la ley». Paso a considerarlo. 
5. La suprema inspección del culto 
A partir de la Constitución de 1904 al enunciado tradicional de la 
garantía de la libertad religiosa se añadió bajo la «suprema inspección 
del Presidente de la República» o «del Ejecutivo Federal» (Constitución 
de 1909). En la Asamblea Constituyente del 47 el tema fue ampliamente 
7 7 . Gaceta Oficial de la República de Venezuela, n° 9 1 5 , extraordinario, del 30 de junio de 
1 9 6 4 . 
7 8 . Cfr. J. CALVO ALVAREZ, Orden público y factor religioso en la Constitución española, 
cit., p. 2 7 . Recojo también otra definición, citada por Calvo A . Corresponde a C. GARCIA OVIEDO 
(Derecho Administrativo, Madrid 1 9 6 2 , t. II, p. 7 6 6 ) . Para este tratadista buenas costumbres son 
un «conjunto de reglas y exigencias morales, ancladas en las costumbres, y aceptadas por la casi 
unanimidad de las conciencias de un pueblo, tuteladas por el Derecho». 
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debatido. La propuesta sobre la suprema inspección de los cultos fue 
introducida por Acción Democrática, al modificar la redacción del 
artículo del proyecto original. Se pretendía con ello someter la «libertad 
de cultos», tal como se proclamaba en la nueva redacción, al derecho de 
Patronato, materia «inherente a la soberanía del Estado», en el pensa-
miento de la mayoría (Acción Democrática)79. De ahí que en la segunda 
discusión el artículo se aprobara con una referencia explícita al derecho 
de patronato. Decía: «La Nación garantiza la libertad de conciencia y la 
de cultos, sometida esta última a la suprema inspección del Ejecutivo 
Nacional de acuerdo con la ley. En todo caso quedará a salvo el derecho 
de Patronato que en uso de la soberanía ha venido ejerciendo la 
República para reglamentar sus relaciones con los cultos legalmente 
establecidos»80. Posteriormente, en la tercera discusión, se elimina esa 
referencia, ésto es, la frase «En todo caso...». Sin embargo, la sustancia 
permanece porque al remitirse el ejercicio de la suprema inspección a la 
ley, se está aludiendo al derecho de Patronato, que, por otra parte, se 
recoge tanto en la Constitución del 47 como en la del 61 en un precepto 
específico81. En la Constitución del 47 COPEI, asumió una oposición 
frontal a los términos en que se concebía la inspección82. 
79. Refiriéndose a la redacción original del precepto decía Siso Martínez: «La segunda 
observación que nos merece este artículo (en la primera ya había impugnado el término de 
libertad religiosa, sustituyéndolo por libertad de conciencia y de cultos) es que expuesto en esa 
forma irrestricta de libertad religiosa parece antinómico con un artículo posterior, el 82, del 
Proyecto de Constitución, en el cual se declara que el Estado tiene la soberanía y el ejercicio del 
derecho de Patronato» (cfr. Documento n. 30, en «Pensamiento político venezolano...», cit., t. 54, 
p. 323). 
80. Cfr. Documento n. 30, en «Pensamiento político venezolano...», cit., t. 54, p. 325. 
81. En la Constitución de 1947 es el artículo 85; en la de 1961 es el artículo 130, que 
reproduce el texto anterior. 
82. Recojo, como muestra, unas líneas. Decía Caldera: «... no creemos que sea cónsono 
con la estructura de un Estado moderno el mantenimiento de normas que sujetan la experiencia 
religiosa de los hombres a una tutela, muchas veces mal intencionada, del Estado» (Documento 
n. 16, en «Pensamiento político venezolano...», cit., t. 54, p. 180). Por su parte. Pulido Méndez al 
contrastar la distinta regulación de la libertad religiosa y la de pensamiento, afirmaba: «¿Qué 
diríamos, por ejemplo, si al estampar en el artículo 32 la libertad de pensamiento, añadiéramos 
una frase parecida a la que ahora se quiere enclavar dentro de la libertad religiosa: 'La Nación 
garantiza la libertad de pensamiento por medio de la palabra, por escrito o por medio de la 
imprenta..., bajo la suprema vigilancia del poder ejecutivo'? Habríamos destruido la libertad que 
estamos concediendo» (Documento n. 30, en «Pensamiento político venezolano...», cit., t. 54, 
p. 326). 
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Por tanto, al incluirse en el artículo 65 de la Carta Fundamental del 
61 el segundo parágrafo («El culto estará sometido a la suprema inspec-
ción del Ejecutivo Nacional, de conformidad con la ley») que reproduce 
el texto del 47, se declara el mismo principio que entonces, y con 
idéntico alcance teórico. Sólo se diferencia en dos puntos. De una parte, 
no es la libertad de cultos la que se somete a la suprema inspección (no 
está proclamada), sino el ejercicio del culto correspondiente a cada fe 
religiosa. De otra, la inspección habría de ejercerse, en principio, sólo 
dentro del marco constituido por el orden público y las buenas 
costumbres, de acuerdo con el tenor del primer párrafo. Sin embargo, 
esta condición —que, como señalé más arriba, es cónsona con la decla-
ración del derecho— quedará ampliamente superada con la frase con 
que termina este segundo parágrafo «de conformidad con la ley». Esta 
expresión, en otros términos («con arreglo a las leyes») se incorporó al 
texto constitucional de 1904, al igual que «la suprema inspección» y 
desde entonces ha permanecido. En la Constitución siguiente, de 1909, 
con el objeto de explicitar mejor la intención del legislador se dice, 
después de declarar la garantía de la libertad religiosa, «sin que por 
ningún motivo pueda menoscabarse el derecho de Patronato de que está 
en posesión la República, el cual continúa ejerciéndose del modo pres-
crito por la ley, y queda asimismo establecido que el Ejecutivo Federal 
ejercerá inspección suprema sobre todo culto establecido o que se 
establezca en el país». El texto de 1914 vuelve a la redacción de 1904. 
Intercala, sin embargo, la expresión «de todo culto», ya que en el inter-
valo se dictó el Decreto sobre la suprema inspección de los cultos, al que 
más adelante me referiré. Dice: «con arreglo a las leyes y bajo la su-
prema inspección de todos los cultos por el Presidente de la República» 
(el subrayado es mío). En el texto del 31 se vuelve a añadir la referencia 
expresa al Patronato: «quedando siempre a salvo el derecho de Patronato 
a que se refiere el artículo 52». En los mismos términos, la Constitución 
del 36, la primera del período de transición hacia la democracia, y la del 
45, precedente inmediato del texto del 47. Pienso que queda suficiente-
mente probado que la ley a que remite el parágrafo segundo es la 
correspondiente al ejercicio del derecho de Patronato, la ley grancolom-
biana de 1824. 
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Por otra parte, al dictarse el «Decreto sobre el ejercicio de la inspec-
ción suprema de cultos» de 24 de octubre de 1911 —reglamentario de la 
facultad que la Constitución concedía al Ejecutivo Nacional de inspec-
cionar los cultos—, se extiende el modo de ejercer la inspección (a 
través de la ley de patronato eclesiástico) a los cultos no católicos. Esta 
norma, que, en expresión de Calvani, es un «contrasentido jurídico y la 
negación misma del derecho de Patronato»83 fue simplemente un instru-
mento para reforzar el control estatal sobre los cultos no católicos (La 
Iglesia católica estaba sometida directamente a la ley de Patronato). A 
esta situación conduce, teóricamente —repito—, la inclusión del pará-
grafo segundo. Evidentemente, se trata de una posibilidad o pretensión 
teórica; ni antes, ni mucho menos a partir de 1961, con la nueva Consti-
tución, se pretendió aplicarla. De todos modos, constituye, como dije al 
principio, una sombra dentro del artículo 65, y encierra una antinomia 
con el parágrafo primero. 
Teniendo en cuenta las confrontaciones entre Acción Democrática y 
COPEI, con ocasión de este punto en la Constituyente del 47, hay que 
encontrar una explicación para que el segundo de los partidos aceptara 
ahora aquella inclusión. Pienso que no basta acudir al espíritu de 
consenso, de transacción al que me referí al comienzo. La cesión de 
COPEI, en este punto crucial para la libertad religiosa, responde a una 
razón más profunda, la superación definitiva de la ley de Patronato 
—como marco regulador de las relaciones entre la Iglesia Católica y el 
Estado en Venezuela—, acordada en el Pacto de Punto Fijo8 4. En efecto, 
al mismo tiempo que se desarrollaba el proceso de elaboración y 
aprobación de la nueva Ley Fundamental, el Estado venezolano inició 
las negociaciones con la Santa Sede para llegar a un acuerdo que saldara 
definitivamente el contencioso de la «cuestión religiosa», teniendo en 
cuenta, además, otro precepto constitucional, el artículo 130: «En 
83. Cfr. A. CALVANI, (La ley de patronato ante la Asamblea Nacional Constituyente, 
Caracas 1947, p. 10) Vuelvo a traer una cita ilustrativa de este autor el cual refiriéndose a este 
Decreto afirmaba: «hemos visto que el fundamento de la ley de Patronato, su ratio iuris, es 
proteger, amparar, favorecer y defender la Iglesia Católica y hacer observar los cánones. Ahora 
bien, ¿cómo, basándose en esa ley, dictar un decreto en virtud del cual el Estado venezolano se 
titula protector de todos los cultos existentes en la República, todos ellos en oposición con la 
religión católica? Absurdo jurídico mayor no puede darse» (loe. cit., p. 10). 
84. Vid. supra, I, 2. 
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posesión como está la República del derecho de Patronato eclesiástico, 
lo ejercerá conforme lo determine la ley. Sin embargo, podrán celebrarse 
convenios o tratados para regular las relaciones entre la Iglesia y el 
Estado». Sin embargo, esta solución, con la firma de un convenio o 
tratado, como prevé la norma constitucional, si bien abarca a la inmensa 
mayoría de los ciudadanos del país —más del 90% se confiesan cató-
licos—, no parece, en principio, extenderse a los que profesan otra fe 
religiosa. La derogación explícita de la ley de Patronato no se deduce 
claramente del tenor del Convenio8 5. Pero si se diera por supuesta la 
derogación de aquella norma grancolombiana, el Decreto de 1911 sobre 
el ejercicio de la suprema inspección de cultos quedaría sin base y, por 
lo tanto, sería inaplicable86. La suprema inspección se habrá de contraer, 
por tanto, a partir de la entrada en vigor del Convenio, con el canje de 
ratificaciones, el 24 de octubre de 1964, al marco del orden público y las 
buenas costumbres del primer parágrafo del artículo 65. En favor de esta 
posición cabría aducirse también la norma antidiscriminatoria del 
artículo 61 de la Constitución: «No se permitirán discriminaciones 
fundadas en la raza, el sexo, el credo o la condición social» y uno de los 
postulados del Preámbulo constitucional «Mantener la igualdad social y 
jurídica, sin discriminaciones derivadas de raza, sexo, credo o condición 
social». 
6. Las creencias religiosas y el cumplimiento de las leyes 
El tercer parágrafo del artículo 65 «Nadie podrá invocar creencias o 
disciplinas religiosas para eludir el cumplimiento de las leyes ni para 
impedir a otros el ejercicio de sus derechos» reproduce íntegramente el 
contenido del artículo 40 de la Constitución de 1947. Las actas de la 
Comisión Bicameral no recogen ninguna consideración sobre el punto, 
85. J.L. SÁNCHEZ (El Convenio eclesiástico, las Constituciones hispanoamericanas y los 
Códigos nacionales, en «Estudios sobre la Constitución», t. III, Caracas 1979, pp. 1783-1788) si 
bien reconoce que esta materia no ha sido suficientemente dilucidada, considera que aquella ley 
ha sido derogada implícitamente 
86. Anoto parte del contenido del citado Decreto: Art. 1 «El ejercicio de todo culto 
tolerado en la República se regirá por la ley de 28 de julio de 1824, sobre patronato eclesiástico». 
Art. 2. «En donde la citada ley de Patronato se refiere a la sede de la Iglesia Católica o a su 
Pontífice, se entenderá referida, a los efectos de este Decreto, a la autoridad superior eclesiástica 
de cada culto no católico, legalmente establecida en el país». 
218 PEDRO OLIVEROS VILLA 
que fue aprobado tal como figuraba en la primera redacción87. Tampoco 
recogen mención alguna los diarios de debates de las Cámaras del 
Senado y de Diputados, corrrespondientes a las discusiones del proyecto 
constitucional en la segunda mitad de 1960. Por el contrario, en la 
Asamblea Constituyente de 1947 la propuesta sobre el precepto, que 
terminó figurando como artículo 40, fue ampliamente debatida. En el 
debate se pusieron de manifiesto dos posturas ideológicas claramente 
definidas y contrapuestas, defendiendo o impugnando la nueva norma. 
En su defensa, el representante Pérez Guevara, su proponente, con el 
apoyo de Acción Democrática; oponiéndose, el representante Caldera, 
de COPEI, y también el diputado Presbítero Rojas. Resumo, breve-
mente, las razones expuestas en aquella oportunidad, muy reveladoras y 
que ayudarán, además, a valorar el alcance teórico de esta disposición. 
El proponente Pérez Guevara distinguía dos postulados en el 
precepto. Fundamentaba el primero («Nadie podrá invocar creencias o 
disciplinas religiosas para eludir el cumplimiento de las leyes») en la 
soberanía del Estado sobre todos sus subditos y en la obligatoriedad de 
obedecer las leyes. Este enunciado —según el proponente— se justifi-
caba para hacer frente a posibles objeciones de conciencia, por motivos 
religiosos, posibilidad que recusa explícitamente y de modo absoluto88. 
El segundo postulado («ni para impedir a otro el ejercicio de sus dere-
chos») tenía como objeto, en palabras de Pérez Guevara, «no permitir 
que determinadas asociaciones ejercieran una verdadera tiranía o 
dictadura sobre los socios que las forman»89. La primera parte constituía 
una medida o respuesta en previsión a posibles actuaciones por parte de 
autoridades religiosas. Respuesta, por otra parte, elaborada teniendo en 
cuenta unos antecedentes históricos que, si bien no son recogidos entre 
las razones del precepto por Pérez Guevara, son mencionados explícita-
mente por otro de los diputados que intervino en favor de la norma90. 
87. Cfr. Acta n. 22 en «La Constitución de 1961», cit., 1.1, vol. I, p. 64. 
88. Cfr. Documento n. 32, en «Pensamiento político venezolano...», cit., t. 55, pp. 35-36. 
89. Cfr. Documento n. 32, en «Pensamiento político venezolano...», cit., t. 55, p. 36. 
90. Se trata del representante González Cabrera (cfr. Documento n. 32, en «Pensamiento 
político venezolano...», cit., t. 55, p. 39). El asunto fue la negativa por parte de algunos prelados 
de prestar un juramento por razones de fe y conciencia religiosa en los comienzos de la vida 
republicana. También, posteriormente, en la segunda mitad del siglo XIX, por manifestar el 
disentimiento frente a leyes contrarías a la moral o dogma católico o no secundar medidas del 
poder civil, y siempre aduciéndose la ley de Patronato, es expulsada del país casi toda la 
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Jerarquía católica de la época, el Arzobispo de Caracas Guevara y Lira, el Obispo Bosset de 
Mérida y el obispo Diez de Barquisimeto, junto a otros eclesiásticos. En el mismo siglo XX, se 
produce la expulsión del Obispo Montesdeoca, acto para el que se invocó de nuevo la ley de 
Patronato. 
9 1 . Cfr. Documento n. 32, en «Pensamiento político venezolano...», cit., t. 5 5 , pp. 3 5 y 3 6 . 
9 2 . Cfr. Documento n. 32, en «Pensamiento político venezolano...», cit, t. 5 5 , pp. 3 9 - 4 6 . 
Se opuso a la propuesta, en primer lugar, el representante Presbítero 
Rojas. Consideraba éste que el precepto podría ser un obstáculo para el 
ejercicio por parte de la Iglesia católica de su potestad espiritual; y 
añadía, además, como punto de principio, que las leyes injustas no 
pueden obligar en conciencia a los ciudadanos91. Sin embargo, será el 
representante Caldera quien se encargaría, seguidamente, de desarrollar 
toda la línea argumentativa en contra de la propuesta. La reproduzco, 
resumiendo, por el interés que representa para la nueva Constitución. 
Consideraba, en primer término, que el artículo era innecesario porque 
«el principio de obediencia a la ley y a los poderes públicos ha sido 
establecido de una manera general en el texto de la Constitución». En 
efecto, el art. 20 de la Constitución del 47 decía: «Los venezolanos 
tienen el deber... de cumplir y obedecer la Constitución y las leyes de la 
República, asi como los decretos, órdenes...». Por otra parte, calificaba 
la norma de injusta -^en mi opinión, cabría añadirse también discrimi-
natoria— por impedir, por razones religiosas, «el derecho de análisis y 
crítica de los preceptos legales reconocidos a todos los ciudadanos». 
Análisis y crítica que el artículo 37 de la Constitución del 47 sobre la 
libertad de manifestación y difusión del pensamiento declaraba en los 
siguientes términos: «sin que por esto pueda coartarse el análisis o la 
crítica de los preceptos legales». Caldera añadía, además, como postu-
lado: «La ley de ningún Estado puede violar los fueros de la conciencia; 
tiene que detenerse ante el reducto fundamental de las garantías de la 
persona humana». Consideración ésta que, ya en el año 47, abría cauces 
para la aceptación práctica de objeciones de conciencia. Concluía 
Caldera afirmando que, en definitiva, en el fondo, el objetivo del 
artículo no era otro que «prever la promulgación de leyes contra la con-
ciencia religiosa... y armar al Estado de toda clase de poderes para que 
esas leyes violatorias de la conciencia se lleven a la más estricta 
realidad»92. 
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Paso a la Constitución del 61. Hay que observar que no sólo la 
redacción es idéntica, también todo el contexto de los otros preceptos 
constitucionales relacionados con la materia. Así el contenido del art. 20 
de la Constitución de 1947 se recoge en el artículo 52 («Tanto los vene-
zolanos como los extranjeros deben cumplir y obedecer la Constitución 
y las leyes, y los decretos, resoluciones, órdenes...»). La redacción del 
art. 37 de la Constitución del 47 se reproduce exactamente en el art. 66 
de la nueva. Aparte, en el art. 43 de la actual Constitución, que, como 
señalé más arriba, constituye el marco de todos los derechos de la perso-
na se recogen como condiciones, limitaciones naturales, al ejercicio de 
los mismos «las que derivan del derecho de los demás». 
Teniendo en cuenta los antecedentes expuestos (la frontal oposi-
ción) pienso que la aceptación de aquella disposición por parte de 
COPEI, de Caldera —como coproponente del Título junto con Luis. 
B. Prieto— se explica por el espíritu de consenso y de transacción. A mi 
juicio, se cede en el entendido de que con las nuevas circunstancias y, 
sobre todo, con la derogación de la ley de Patronato y la firma de un 
acuerdo con la Santa Sede no habría lugar a dificultades para la Iglesia 
Católica. De los términos del precepto se desprende también que, en el 
ordenamiento jurídico venezolano no cabe propiamente la objeción de 
conciencia. 
En relación con este tercer parágrafo vale la pena destacar que el 
Libro Segundo, Titulo II, del Código Penal venezolano contiene un 
Capítulo, el V, titulado «De los abusos de los ministros de cultos en el 
ejercicio de sus funciones» (arts. 210-213)93. Se recogen en este capítulo 
diversas figuras delictivas que, quizá, pudieron inspirar el párrafo de 
Pérez Guevara, concebido, sin embargo, en términos más amplios, como 
corresponde a una declaración constitucional94. Cabe también remon-
93. Cfr. Gaceta Oficial de la República de Venezuela, n° 915, extraordinario, del 30 de 
junio de 1964. Este Código, promulgado en 1926, ha sufrido posteriormente algunas reformas 
que, sin embargo, no han afectado a los preceptos que recogeré en la nota siguiente. 
94. El art. 210 del Código Penal dice: «El ministro de cualquier culto que, en el ejercicio 
de sus funciones, trate con público desprecio o vilipendio las instituciones, las leyes...». El art. 
211 reza: «El ministro de cualquier culto que prevaliéndose de su carácter, excite al menosprecio 
y desobediencia de las instituciones, leyes o disposiciones de la autoridad... Con las mismas 
penas se castigará al ministro de cualquier culto que, prevaliéndose de su carácter, constriña, 
induzca o persuada a alguna persona a efectuar actos o a hacer declaraciones contrarias a las 
leyes o en perjuicio de los derechos adquiridos en virtud de éstas». En fin, el art. 212 se centra en 
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tarse a un precedente más lejano y encontrar esa inspiración en la época 
de Guzmán Blanco, de enfrentamiento con la Jerarquía y abierta perse-
cución a la Iglesia católica. En efecto, por un decreto del 31 de enero de 
1873 se estableció la prohibición general de cualquier disentimiento 
—aun alegando motivos de conciencia— frente a las medidas antiecle-
siásticas y anticatólicas que había tomado y seguiría tomando el Go-
bierno9 5. Muy poco después, en febrero de ese mismo año, fue sancio-
nado el Código penal, una de las obras, junto con el Código Civil, mas 
relevantes de ese período autocrático. El nuevo Código, en su libro 
segundo, Título VU («De los delitos del clero católico contra la jurisdic-
ción nacional») sanciona penalmente cualquier incumplimiento de la ley 
la defensa de la ley de Patronato. Dice: «Incurrirán en la pena de expulsión del territorio de la 
República, por tiempo de uno a tres años, los eclesiásticos que quebranten las disposiciones de la 
ley sobre patronato eclesiástico, o que de algún modo, a título de funciones, jurrisdicción o 
deberes eclesiásticos, usurpen la jurisdicción civil, o desconozcan la soberanía de la Nación, o 
desobedezcan las leyes de la República y las resoluciones...». De todos modos esa pena de 
extrañamiento no puede ser aplicada a los venezolanos en virtud del artículo 64 de la Constitu-
ción («Ningún acto del poder público podrá establecer la pena de extrañamiento del territorio 
nacional contra venezolanos, salvo como conmutación de otra pena y a solicitud del mismo 
reo»). Observo, por otra parte, que para la fecha de promulgación del Código todavía no había 
sido ratificado el Convenio o Modus vivendi entre la Santa Sede y la República de Venezuela. 
95. Transcribo los dos primeros artículos de este decreto, verdaderamente «mordaza» de la 
libertad de la Iglesia. «Art. 1° La violación de cualquiera de las prescripciones contenidas en la 
ley de 28 de julio de 1824 sobre patronato eclesiástico, o... sobre matrimonio civil... o... 
extrañamiento del Arzobispo... o la resistencia al cumplimiento de cualquiera de ellas alegando 
motivos de conciencia religiosa, (el subrayado es mío) ameritan el extrañamiento del territorio, 
del que asi se revele contra la ley, cualquiera que sea su condición y categoría, pues que si, por 
una parte, la conciencia es libre y no debe estar ni está al alcance de ninguna jurisdicción 
humana, la República, por otra, no puede consentir en el absurdo de que tenga derecho a residir 
en su territorio individuo alguno que se considere independiente de la autoridad de las leyes, y 
desconozca la soberanía nacional». Coinciden algunos de los conceptos de este precepto con los 
argumentos esgrimidos por Pérez Guevara. El art. 2° añade: «Al mismo procedimiento se 
condenarán... a aquellos que en pastorales sermones o pláticas, edictos y discursos, califiquen de 
opuestas a la religión las leyes de la República, las sentencias de sus tribunales o las 
providencias de los poderes públicos; y los que a título de función o deber religioso, abusen de la 
ocasión por medio de alusiones ofensivas a corporaciones, familias o personas, o por medio de 
censuras, turbando la armonía entre las familias...; y también los que abusando de la candidez de 
personas timoratas, las forzaren a ejercer actos indebidos o las indujeren a hechos que tiendan al 
criminal intento de poner en pugna los sentimientos religiosos con los deberes civiles» (citado 
por N.E. NAVARRO, El Arzobispo Guevara y Guzmán Blanco, Documentación relativa al con-
flicto entre la Iglesia y el Estado habido en Venezuela bajo el gobierno de estos dos personajes 
(1870-1876), Caracas 1932) 
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de Patronato96. Por otra parte, en su artículo 303, del Título IX, del 
mismo Libro segundo, se establecía que «los ministros de algún culto 
que en discurso, sermón, edicto, pastoral u otro documento a que den 
publicidad, critiquen o censuren como contraria a la religión cualquier 
ley, decreto, orden, sentencia o providencia de la autoridad legislativa, 
ejecutiva o judicial, incurrirá en la pena de multa de cincuenta a 
trescientos venezolanos o arresto proporcional». Los criterios de estas 
disposiciones fueron inspirando otras normas en los sucesivos Códigos 
con diferentes redacciones97. 
Ciertamente, como se señaló al principio, el tenor de este tercer 
parágrafo constituye una sombra que se proyecta a todo el artículo 65. 
Aun así, la redacción del precepto constitucional de 1961 —considerado 
en sus tres parágrafos— es mucho más favorable para una efectiva 
protección y garantía del derecho de libertad religiosa que los arts. 38, 
39 y 40 de la Constitución de 1947. La declaración del primer parágrafo 
sobre la libertad de profesar la propia fe sin más condiciones o límites 
que los naturales al ejercicio de ese derecho, prevalece sobre los 
enunciados de los otros dos parágrafos sucesivos. Aquel carácter más 
favorable —más cónsono, diría— se refuerza si se cuadra este derecho 
específico en el marco general de las otras disposiciones constitucio-
nales que protegen o tutelan la dignidad de la persona humana, empe-
zando por el Preámbulo y siguiendo con los artículos 43, 49, 50, 70, 71 
y 72, que han sido transcritos y comentados con una cierta extensión en 
otros apartados. También, en todas las normas constitucionales relacio-
nadas con la enseñanza y la libertad de enseñanza podrán encontrarse 
razones válidas que refuerzan, a mi juicio, aquella valoración. 
96. El art. 190 dice: «Los eclesiásticos que quebranten cualquier otra de las disposiciones 
de la ley denominada de Patronato, o que de cualquier otro modo, a título de funciones, 
jurisdicción o deberes eclesiásticos, usurpen la jurisdicción civil, desconozcan la soberanía de la 
nación o desobedezcan las leyes generales de la República y las resoluciones del Gobierno, serán 
castigados, según la gravedad y circunstancias del caso, con una pena de expulsión fuera del 
territorio de la República o de confinamiento de acuerdo con las condiciones que se establecen 
en el artículo anterior, que no exceda del máximum ni baje del mínimum de las penas por el 
designadas» (Código penal de 1873, edición conmemorativa del centenario, Caracas 1973). 
97. Cfr. A. GRISANTIFRANCESCHI, Manual de Derecho Penal, Caracas 1965, p. 868. Sobre 
esta misma materia me remito también a los comentario de J.L. SÁNCHEZ, El Convenio eclesiás-
tico, las Constituciones hispanoamericanas y los Códigos nacionales, cit, t. III, pp. 1775-1782. 
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CONCLUSIONES 
1. La Constitución de 1961, frente a la de 1947, responde a un 
espíritu de consenso, de entendimiento, también de transacciones. Para 
entender el derecho de libertad religiosa dentro de este texto constitu-
cional han de tenerse en cuenta tanto los enunciados del texto del 47 y 
sus precedentes debates parlamentarios como las pautas generales que 
caracterizan a todos los derechos de la persona en el nuevo ordena-
miento constitucional. 
2. El factor religioso deja de ser foco o punto de controversias. La 
mención de Dios en el Preámbulo constitucional no se fundamentará 
solamente, como en el 47, en una tradición histórica, se basará también 
«en la más neta convicción actual, «en nuestros valores espirituales», 
«en nuestro patrimonio espiritual» (Exposición de motivos). 
3. Los términos en que aparece redactado el precepto constitucional 
que consagra el derecho de libertad religiosa reflejan, en una primera 
impresión, luces (parágrafo I o) y sombras (parágrafos 2 o y 3 o). Cabría 
decir que la redacción del artículo viene a expresar el espíritu de 
consenso del nuevo constituyente, con cesiones y transacciones. 
4. Con la primera declaración del parágrafo I o («Todos tienen el 
derecho de profesar su fe religiosa») se elimina la confusión a que 
conducía la expresión «Se garantiza la libertad de conciencia» de la 
anterior redacción. Se regula en este nuevo texto un derecho con un 
objeto específico, el de profesar la fe. La declaración que sigue a conti-
nuación en ese mismo parágrafo («y de ejercitar su culto privada o 
públicamente, siempre que no sea contrario al orden público o a las 
buenas costumbres») también contrasta con la del 47 que rezaba 
«libertad de cultos». En la nueva Constitución se garantiza, en primer 
término, el ejercicio externo de la fe que se profesa; en la anterior se 
tutelaba, en primer lugar, una realidad institucional expresada con una 
cierta conotación ideológica (libertad de cultos). No obstante, también 
en la nueva ley, para que el culto sea considerado como tal, ha de 
tratarse de una realidad institucionalizada. 
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5. La expresión («siempre que no sea contrario al orden público o a 
las buenas costumbres») con que parece condicionarse el ejercicio del 
culto, más que límite externo del derecho de libertad que se declara, 
debe entenderse como límite natural, ésto es, como condición natural del 
derecho que se enuncia, no como algo externamente sobrevenido o 
impuesto. Por otra parte, el orden público aunque no es un concepto 
unívoco, sino análogo —pudiendo ser interpretado equívocamente—, 
debe concebirse como orden constitucional, es decir, como conjunto de 
valores y criterios que inspiran el sistema constitucional venezolano. La 
expresión «buenas costumbres» se relacionará también, en primer lugar, 
con aquellos valores que la Constitución declara y protege. Además, 
puede ser determinada, a sensu contrario, por las conductas tipificadas 
como delitos o faltas. 
6. Los condicionamientos connaturales al ejercicio del culto (orden 
público y buenas costumbres) se constituyen, por otra parte, en límites 
para la acción de los poderes públicos por encima de los cuales no puede 
sobrepasarse «la suprema inspección del Ejecutivo Nacional, de confor-
midad con la ley», tal como señala el parágrafo segundo del artículo 65. 
Sin embargo, este enunciado arroja una sombra sobre la más nítida 
declaración anterior, por la referencia que hace a la ley, la cual, sin lugar 
a dudas, es la ley de Patronato. Superada ésta por el acuerdo con la 
Santa Sede, tres años después, la inspección se ha de remitir necesaria y 
exclusivamente a sus «límites naturales». 
7. Sólo el tercer parágrafo del precepto («Nadie podrá invocar 
creencias o disciplinas religiosas para eludir el cumplimiento de las 
leyes... ») permanece como sombra que oscurece, condiciona realmente 
el más pleno ejercicio del derecho de libertad religiosa. 
De todos modos, como conclusión final, el precepto constitucional 
de 1961 —considerado en sus tres parágrafos— es ampliamente más 
favorable en orden a una efectiva y real protección del derecho de liber-
tad religiosa que los correspondientes artículos del 47. Este carácter más 
favorable, más cónsono, se refuerza si se contempla este derecho especí-
fico en el marco general de las otras disposiciones constitucionales que 
protegen o tutelan la dignidad de la persona humana y la acción de los 
grupos sociales, arts. 43, 49, 50, 70, 71 y 72. También, si se consideran 
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las otras normas constitucionales relacionadas con la enseñanza y la 
libertad de enseñanza, partes integrales del derecho más general de 
libertad religiosa. 
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